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Justificación de este ensayo

Nos hemos ocupado de la elaboración de este ensayo para atender la amable y honrosa invitación que la Cámara de Comercio de Bogotá y el Colegio de Abogados Comercialistas nos hicieron para participar en el primer número de su nueva revista “Juris Consulta”.

Como hombres de academia celebramos este nuevo proyecto. La difusión del arte, la ciencia y la técnica, es necesaria para promover la cultura y el desarrollo del país. Por ello hacemos votos por la prosperidad de esta iniciativa.

Precisiones preliminares

Este ensayo tiene por finalidad realizar una exposición de carácter general sobre las normas legales aplicables a la contabilidad de la empresa unipersonal. En consecuencia, su estilo es principalmente descriptivo.

El carácter propedéutico de la exposición implica que no se abordarán asuntos particulares, ni se procurará resolver cuestiones de especial complejidad. Se ha escogido ese carácter en atención a que este escrito se dirige a lectores indeterminados no todos expertos en contabilidad.

Desde la perspectiva de su alcance, la exposición comprenderá únicamente la regulación atinente a la contabilidad financiera y tendrá como punto de partida las disposiciones contenidas en los artículos 71 a 81, inclusive, de la Ley 222 de 1995. Significa esto que, por lo general, no se incluirán referencias respecto de la contabilidad tributaria de la empresa unipersonal, ni sobre ningún otro sistema contable que deba o pueda llevar dicha empresa.

Por facilidad, en adelante nos referiremos a la empresa unipersonal simplemente como empresa. Las citas legales, cuando no se indique otra cosa, corresponderán a la Ley 222 de 1995.

Para facilitar el entendimiento de las cuestiones planteadas, especialmente por parte de no abogados o de extranjeros, hemos resuelto incluir en notas al pié una amplia información de referencia.

Obligación de llevar contabilidad

La empresa está obligada a llevar contabilidad tanto por ser persona jurídica, como por ser comerciante.

En cuanto la empresa es una persona jurídica (artículo 71)
, se encuentra gobernada por el artículo 45 de la Ley 190 de 1995
 que obliga a todas las personas jurídicas a llevar contabilidad.

Mediante la empresa se destinan activos a la realización de una o varias actividades de carácter mercantil
. La realización misma de esas actividades confiere a la empresa la calidad de comerciante, según las voces del artículo 10 del Código de Comercio
. También debe considerarse que la empresa es comerciante por aplicación del régimen legal de las sociedades, al cual ella está sometida
. En materia de sociedades éstas son mercantiles por el solo hecho de que ellas se formen para la ejecución de actos mercantiles
 
. Ahora bien: los comerciantes están obligados a llevar contabilidad
.

Como consecuencia de esta obligación, contablemente la empresa constituye un ente económico
.

La personalidad jurídica: consecuencias en materia contable

Vale la pena anotar que la personalidad jurídica no es condición para poder llevar contabilidad de una actividad económica. La noción de ente (contable, que en nuestro país es denominado ente económico) no se identifica o confunde con la de persona (en su sentido jurídico).

De un lado tenemos que las personas, cuando cumplen ciertos requisitos, deben llevar contabilidad. De otro lado, es posible llevar contabilidad de cualquier empresa (entendida aquí como actividad económica organizada) aunque ésta carezca de personalidad. Es así como las sociedades de hecho, los consorcios, las uniones temporales, las sucursales, los patrimonios autónomos, para citar algunos ejemplos, pueden definirse como entes y llevar contabilidad de las respectivas actividades económicas.

Ahora bien: en Colombia el comerciante, a pesar de poder llevar contabilidad para cada una de las empresas que realice (lo que se denomina contabilidad dividida) está obligado a integrar todas ellas en una sola, debido a que en definitiva existe un único patrimonio (en sentido jurídico)
. Obsérvese que la contabilidad del comerciante comprende tanto las operaciones mercantiles como las demás, pues éstas pueden influir y de hecho influyen en su patrimonio.

El proceso de integración de las diferentes contabilidades en el contexto de la contabilidad dividida es ante todo asunto de acumulación.

La separación patrimonial
 que conlleva por regla general la personalidad, trae consigo una contabilidad separada (distinta de dividida). También en este caso es posible integrar las contabilidades pero para ello se recurre antes que a una acumulación a lo que se denomina una consolidación. Volveremos sobre este punto más adelante.

Clase de contabilidad que debe llevarse

Según el tipo de hechos sobre los cuales se informe, la forma como se informe y a quienes se informe, la contabilidad puede ser dividida en varias clases o ramas, como, por ejemplo, contabilidad financiera, contabilidad de costos, contabilidad tributaria (también llamada fiscal), contabilidad ambiental
.

Cuando la ley impone la obligación de llevar contabilidad sin precisar de qué clase, debe entenderse que el deber consiste en llevar contabilidad financiera, pues un análisis de las diversas normas que regulan en detalle la obligación en cuestión así lo evidencia.

Base comprensiva de contabilidad aplicable

No existe una única manera de llevar la contabilidad financiera. La teoría contable ha desarrollado varios modelos, a los cuales se conoce como bases comprensibles, comprensivas o integrales de contabilidad
, concepto éste que ha sido recogido por el derecho contable colombiano
.

Como se desprende tanto del artículo 45 de la Ley 190 de 1995, como de los artículos 1° y 2° del Decreto Reglamentario 2649 de 1993
, la contabilidad financiera que deben llevar las empresas unipersonales ha de utilizar la base de contabilidad denominada “principios de contabilidad generalmente aceptados” (PCGA).

Los principios de contabilidad generalmente aceptados han sido diseñados para orientar la preparación y difusión de información contable hacia el público. A su turno, teniendo en cuenta que dentro del público se encuentran distintos usuarios de la información, quienes aunque tienen necesidades específicas comparten otras, este modelo toma como punto de referencia al usuario “inversionista”
. 

Modernamente los PCGA se presentan como un sistema, estructurado jerárquicamente. Esto significa que dentro de él existen disposiciones que cumplen el papel de normas principales, que subordinan el desarrollo y la aplicación de normas derivadas. Esta división en dos grandes grupos de normas está expresamente consagrada por la ley colombiana, pues, como puede verse en el artículo 1° del Decreto Reglamentario 2649 de 1993, para el legislador los PCGA se componen de (1) conceptos básicos  y (2) reglas.

De contera, en Colombia los PCGA se presentan como una pirámide, compuesta de dos partes: el marco conceptual y las normas técnicas.

El marco conceptual se conforma por (1) definición de los PCGA, (2) determinación de objetivos y cualidades, (3) normas básicas y (4) reglas sobre los estados financieros y sus elementos. A su vez, las normas básicas se componen de (a) postulados, (b) conceptos básicos y (c) limitaciones.

Las normas técnicas se subdividen en (1) normas técnicas generales, (2) normas técnicas específicas, (3) normas sobre revelaciones y (4) normas sobre registros y libros.

El marco conceptual y las normas técnicas generales solo pueden ser emitidos por el Gobierno Nacional. Las facultades de cualquier otro regulador deben ejercerse con respeto de ellos
. 

Plan de cuentas aplicable

La información contable financiera se ocupa únicamente de dar cuenta de hechos económicos.

Además, la información contable financiera presenta solamente los hechos económicos que tienen que ver con un ente predeterminado. No informa de cualquier hecho económico, se limita a aquellos que representan beneficios o sacrificios económicos para un ente en particular.

Los hechos económicos imputables a un ente se clasifican. Los criterios más comunes de clasificación dentro de la contabilidad financiera son dos: (1) la naturaleza del hecho y (2) la actividad en desarrollo de la cual se producen. Así, cuando se dice “venta” se clasifica según la naturaleza. En cambio, cuando se alude a “ingreso operacional” se designa flujos que provienen de cierta actividad.

Los árboles de clasificación usados por la contabilidad financiera se estructuran en forma piramidal, de género a especie. Son árboles lógicos. En Colombia los planes de cuentas generalmente reconocen cuatro niveles de clasificación: clase, grupo, cuenta, subcuenta.

El nivel de clasificación designado como “clase” constituye el nivel primario o, desde otra óptica, el nivel más agregado de clasificación. El Decreto Reglamentario 2649 de 1993 designa como “elementos de los estados financieros” al nivel que los planes de cuentas llaman “clase”.

Según nuestras leyes, son elementos de los estados financieros: los activos, los pasivos, el patrimonio, los ingresos, los costos, los gastos, la corrección monetaria y las cuentas de orden. Cada uno de estos elementos está definido.

Por tratarse de árboles lógicos de clasificación, las categorías de un mismo nivel son excluyentes. Es decir, considerado bajo un mismo aspecto un hecho económico pertenece exclusivamente a un elemento o clase. No puede, bajo ese mismo aspecto, pertenecer simultáneamente a otro.

Un plan de cuentas es un instrumento técnico de clasificación
. La clasificación es una norma técnica general
. El Gobierno Nacional y las Autoridades reguladoras en materia de contabilidad han expedido diversos planes de cuentas, cada uno de ellos aplicable por un conjunto de entes contables determinado
.

Las empresas unipersonales, en cuanto comerciantes, están obligadas a aplicar el Plan Unico
 de Cuentas expedido por el Decreto Reglamentario 2650 de 1993
. Eventualmente, en razón de su actividad, una empresa podría estar obligada a usar otro de los planes contables expedidos por las Autoridades.

Libros de contabilidad

Por ser comerciante, la empresa debe llevar su contabilidad en libros registrados
. El Decreto Reglamentario 2649 de 1993 regula detalladamente los registros y libros de contabilidad (artículos 123 a 135, inclusive).

Resumen de lo hasta aquí expuesto

Las empresas unipersonales están obligadas a llevar contabilidad financiera, en libros registrados, conforme a los principios de contabilidad generalmente aceptados. Por regla general, deben sujetarse en materia de clasificación a lo dispuesto por el plan único de cuentas para los comerciantes.

Las principales normas legales aplicables a su contabilidad financiera son, en su orden, la Ley 43 de 1990
, el Código de Comercio
, el Decreto Reglamentario 2649 de 1993
 y el Decreto Reglamentario 2650 de 1993
.

Régimen del capital

Enunciación de las disposiciones contenidas en la ley 222 de 1995

Como ya observamos, al crearse una empresa se destinan activos a la realización de actividades mercantiles (artículo 71). 
Estos activos vienen a conformar el capital de la empresa. En el acto de constitución cada uno de los activos aportados debe ser descrito y estimado en un valor. La ley hace responsable al empresario por el valor asignado al aporte (numeral 6°, artículo 72)
.

Con posterioridad a la creación de la empresa es posible aumentar o disminuir su capital (artículo 74)
.

El capital debe dividirse en cuotas de igual valor nominal (numeral 7°, artículo 72)
, las cuales pueden cederse total o parcialmente (artículo 76)
.

¿Activos o bienes?

Como se sabe, las palabras no son más que significantes a las cuales, convencionalmente, se atribuyen significados. A una palabra pueden endilgarse muchos significados, algunos de los cuales sean bien diferentes entre si. Las disciplinas científicas, en cuanto teorizan, producen una jerga. En esta las palabras adquieren significados muy definidos, unívocos.

En el lenguaje común e, incluso, al interior de las argumentaciones jurídicas y de las contables, en muchas ocasiones se utilizan las expresiones “activos”, “bienes” y “derechos” como sinónimos. En otras, la expresión “activos” adquiere el significado de “bienes y derechos de una persona”, es decir, la primera palabra viene a comprender las otras dos.

También puede plantearse que las tres expresiones muestran distintas facetas o perspectivas de una misma realidad. La palabra “activo” designaría la potencialidad económica de algo, en forma tal que un bien o un derecho serían o no activo dependiendo de si son útiles para ser intercambiados por otros “recursos” susceptibles de apreciación económica. Los bienes vendrían a ser las cosas “tangibles”, “corpóreas”. Los derechos expresarían la facultad de exigir que otro actúe de cierta manera, acción que puede o no involucrar bienes. Los derechos tendrían una naturaleza “intangible”.

Finalmente, como se señalará inmediatamente, la expresión bienes puede designar tanto cosas corporales como incorporales.

El derecho colombiano incluye una definición de activo para efectos contables
. Por su parte, nuestro derecho civil define bienes
.

Al referirse a la integración del capital de la empresa, la Ley 222 de 1995 utiliza tanto la expresión “activos” como la palabra “bienes”.

Creemos que a la empresa pueden aportarse tanto cosas corporales como incorporales, es decir, bienes en el sentido del derecho civil, siempre que ellas tengan una potencialidad económica, en otras palabras, que puedan ser objeto de estimación de valor en términos monetarios, lo que implica que tales bienes deben poder ser clasificados como activos en el sentido contable.

La explicación anterior pudiera parecer una inane. Pero no.

Es evidente que existen bienes, corporales e incorporales, que no son susceptibles de valoración económica y que, por lo mismo, no pueden representarse financieramente ni transarse en busca de plusvalía al interior de un mercado. ¿Podría integrarse el capital de una empresa exclusivamente con este tipo de bienes? No.

La concepción jurídica del capital exige que sirva, entre otras cosas, de garantía común de los acreedores de la persona. La concepción económica conlleva que el capital sea fuente de apalancamiento financiero
. Lo uno y lo otro implica que el capital tenga un valor económico. En las palabras del artículo 98 del Código de Comercio: los bienes aportados deben ser “apreciables en dinero”.

Origen del capital

En atención al principio de igualdad de trato, tanto para los inversionistas como para las inversiones, el capital de la empresa podrá ser nacional o extranjero. La Superintendencia de Sociedades ha admitido que las sociedades extranjeras pueden formar empresas unipersonales
.

Las inversiones de capital del exterior deben someterse, entre otras cosas, a registro
.

Valuación del capital

Para propósitos contables, como puede verse en las notas al pié, el capital, cuando se integra con especies, se reconoce por el valor convenido por las partes del negocio que lo origine, o por el valor fijado por quien sea competente para ello.

Las normas del Derecho de Sociedades consagran mecanismos que tienden a garantizar la correcta determinación del valor por el cual se haga un aporte
. En resumen esos mecanismos consistirían en exigir la aprobación del avalúo por parte de los otros socios (unánime o mayoritariamente) o de ciertos administradores, la exclusión del aportante en la toma de esa decisión, la intervención revisora y autorizante de la Superintendencia de Sociedades y el establecimiento de un régimen de solidaridad cuando no fuese del caso la acción de esta Autoridad.

Pero adviértase que, según la interpretación más extendida, la intervención de la Superintendencia de Sociedades habría quedado reducida a la aprobación de avalúos de los aportes que se hiciesen a entidades sometidas a su control
, así como que, por definición, en la empresa unipersonal no existe pluralidad de propietarios.

Quedando, pues, en manos del propietario de la empresa la valuación del capital, tiene gran sentido jurídico que la ley (numeral 6 del artículo 72) le obligue a ser responsable por el valor asignado a los bienes aportados. De esta manera se eliminan de tajo las eventuales discusiones sobre los métodos utilizados para estimar ese valor, así como sobre la pericia de los avaluadores o el grado de responsabilidad del aportante cuando hubiese recurrido a peritos para que efectúen dicho avalúo.

Sin embargo esa responsabilidad, como cualquier otra dispuesta por el sistema jurídico, dependerá, finalmente, de la solvencia con que contare el propietario. Sin solvencia de éste no será posible la “integración” del capital.

Además, el sistema, como tampoco lo hace el régimen societario, pone a salvo a los acreedores de las eventuales bajas de valor ocurridas como consecuencia de hechos posteriores al aporte, salvo, creemos, que ellas hubieran sido predecibles al momento en que dicho aporte se efectuare.

En ese orden de ideas, observamos que tendrá gran importancia el cumplimiento de las obligaciones consistentes en ajustar las estimaciones de los activos al cierre de cada período contable, previstas en los principios de contabilidad generalmente aceptados
. Y, entre éstas, la que impone el deber de avaluar la propiedad, planta y equipo en el año de su formación, en este caso, en el período en que se hubiesen aportado
. Es que el riesgo de que pase inadvertida una incorrecta valuación es mayor respecto de los activos inmovilizados que respecto de los activos corrientes, pues se supone que estos son convertidos en efectivo en el curso de un ciclo operativo, conociéndose así prontamente su real valor de mercado.

Ciertamente no existe regla que pueda impedir la incorrecta valuación de los aportes. Pero en el caso de la empresa unipersonal era y es conveniente que el legislador exija la intervención de peritos reconocidos y que, considerando las finalidades jurídicas del capital, imponga como criterio de valuación el de valor de mercado o valor de realización
.

Finalmente, damos por descontado que la integración del capital, como consecuencia de hacer efectiva la responsabilidad del aportante por su valor, se hará exigible, como mínimo, cubriendo el tanto el daño emergente como el lucro cesante que se determinare. La integración al capital de bienes por un valor nominal calculado en la fecha del aporte no sería satisfactoria desde el punto de vista económico.

Monto del capital

La ley no exige a la empresa un capital mínimo, ni le impone un límite superior.

La exigencia de un mínimo de capital, por ejemplo la que se establece en nuestra legislación para las entidades que ejecutan ciertas actividades, como las instituciones financieras, tiene por propósito mantener un nivel de endeudamiento, evitando así un alto grado de exposición de los acreedores.

Otras legislaciones han acudido al expediente del capital mínimo como una forma de orientar las pequeñas organizaciones hacia la adopción de otros tipos sociales, como ha ocurrido con la sociedad anónima, que se pretende reservar para la “gran empresa”.

Vemos con buenos ojos que cualquiera, por pequeño que sea, pueda acudir a la empresa. En tal sentido nos parece afortunado que no se le haya impuesto un capital mínimo.

Pero a este tipo de organización, como a los demás, debería imponérsele un nivel máximo de endeudamiento permitido. Es claro que en Colombia muchas entidades operan con niveles muy bajos de solvencia, lo que las hace extremadamente débiles en frente de situaciones económicas cambiantes.

Pago del capital

En las sociedades por acciones, se distinguen tres subclases de capital: el autorizado o proyectado, el suscrito o comprometido y el pagado.

El primero expresa una meta financiera; determina el monto máximo por el cual es posible emitir acciones. El segundo indica la parte del capital autorizado respecto del cual algunas personas han adquirido el compromiso de aportarlo. El último corresponde al valor de los aportes efectivamente recibidos por la entidad. El plazo para pagar hasta las dos terceras partes de lo suscrito puede extenderse hasta por un año
.

Tratándose de sociedades de responsabilidad limitada, nuestra legislación no permite otorgar plazo para el pago del capital
. Por tanto, en este tipo de compañías no tienen cabida las figuras de capital autorizado y suscrito. Por extensión, la empresa solamente tiene capital pagado.

Con base en el principio de pago del capital al momento de la constitución o al de solemnizar cualquier aumento del mismo, propio de la sociedad de responsabilidad limitada, la doctrina ha sostenido la inadmisibilidad de ciertos aportes, como los de industria
, los de créditos
 o los de derechos herenciales
, considerando que estos casos el capital no sería integrado. Por extensión estas conclusiones pueden aplicarse a la empresa.

En las sociedades de responsabilidad limitada, con posterioridad a su constitución, es común que los socios o futuros aportantes vayan entregando su aporte a la sociedad en varias cuotas, las que se contabilizan como un pasivo
, hasta que se resuelve otorgar la escritura pública correspondiente. Sobre estas sumas, que de alguna manera son un crédito y bien podrían corresponder mejor a un contrato de mutuo, pueden pactarse (lo que suele hacerse) intereses, ya que, por regla general, durante el tiempo que transcurra desde su entrega hasta su capitalización no generan derecho a participar en las utilidades del ejercicio contable. El pago de intereses iguala financieramente a los aportantes que entreguen sus cuotas en tiempos distintos.

Una interpretación estricta del artículo 75
 podría llevar a la conclusión de que en la empresa no es posible hacer esas entregas de dinero sin simultáneamente formalizar el aumento de capital. Alguien podría señalar que mientras no se solemnice el aumento del capital, se puede estar enfrente de un acto jurídico distinto del aporte, que estaría prohibido por la disposición citada.

Esa rígida interpretación, que dejamos a otros discutir, puede impedir que se acrediten a la susodicha cuenta dineros que en verdad se entregan a título de mutuo, así no generen intereses. Sabido es que para evitar el incremento patrimonial y el subsecuente efecto de la renta presuntiva en materia tributaria, muchos prefieren hacer aparecer sus “aportes” como pasivos. Además de esa manera pueden aumentar o disminuir su monto con una flexibilidad que no existe en nuestro derecho, el cual, salvo en el derecho cooperativo, no consagra las sociedades de capital variable y, por el contrario, somete las disminuciones de capital a estrictos requisitos
.

Reconocimiento del capital

Una vez realizado un hecho económico procede su reconocimiento
. Tratándose del capital, el reconocimiento debe hacerse cuando se otorgue el documento de constitución de la empresa o se solemnice el aumento del mismo
.

En cuanto a la clasificación contable del capital, anotamos que el Plan Unico de Cuentas se expidió antes que se expidiera la regulación de la empresa unipersonal. Pareciera que lo más apropiado fuese utilizar la cuenta 3115, por la similitud de tratamiento entre la empresa y la sociedad de responsabilidad limitada. Sin embargo, es deseable que el Gobierno Nacional haga las precisiones del caso.

Aumento del capital

La ley se refiere expresamente a la posibilidad de aumentar el capital de la empresa con posterioridad a su creación (artículo 74), sujetándose a las normas previstas para el momento de constitución, que ya se explicaron.

Por aplicación del régimen general de las sociedades entendemos que el propietario no puede ser obligado a reponer su aporte
, aunque si puede ser llamado a su “integración”, cuando se demuestre que los bienes aportados no tenían el valor por el cual se hubiesen aportado.

De acuerdo con las reglas de la sociedad de responsabilidad limitada el propietario de la empresa podría comprometerse a hacer aportes adicionales
.

El aumento del aporte, las prestaciones accesorias, las garantías suplementarias, por lo general están sujetas a condición suspensiva, razón por la cual, en principio, deben reconocerse por la empresa en cuentas de orden como derechos contingentes. Si se tratare de obligaciones puras y simples o a plazo, deberán reconocerse como activos.

Disminución del capital

También la ley ha previsto la posibilidad de disminuir el capital de la empresa, cuando se cumplan las condiciones del artículo 145 del Código de Comercio.

Creemos que el artículo 74, en esta materia, debe entenderse referido a las disminuciones que impliquen reembolsos y no a los simples traslados entre cuentas del patrimonio, como cuando se absorben pérdidas contra la cuenta de capital.

Si la empresa está sometida a la acción de la Superintendencia de Sociedades
, se requerirá el permiso de ésta cuando se pretenda reembolsar aportes
.

No obstante cumplirse los requisitos legales y obtener, cuando sea el caso, la anuencia de la Superintendencia de Sociedades, la disminución del capital, en cuanto conlleva bien una diminución de activos o un aumento del pasivo, entraña efectos importantes en la situación financiera de la empresa. Estos efectos pueden ser de mayor calado cuando comprometan bienes productivos. Bien haría la ley en procurar que se estimara el efecto futuro de esta medida, en adición a verificar cuestiones de hecho presentes al momento de la disminución. El Derecho Contable moderno está haciendo un gran énfasis en la evaluación del principio de continuidad
.

División del capital en cuotas

En el Derecho de Sociedades el capital suele dividirse en acciones, cuotas o partes de interés, según el tipo de sociedad de que se trate. Unicamente las acciones se representan en títulos negociables
.

Las cuotas, dice Narváez, ostentan los atributos de igualdad de valor, acumulabilidad, indivisibilidad y cesibilidad
.

La ley (numeral 7 del artículo 72) exige que se indique el número de cuotas en que se dividirá el capital. De esto deducimos que al menos habrá dos cuotas.

Dice el mismo artículo que tales cuotas habrán de tener el mismo valor nominal. Este valor es el que se obtiene al dividir el capital por el número de las cuotas que lo integren. Para cambiar el valor nominal se necesita reformar el acto de constitución (estatutos).

El valor nominal es distinto del llamado valor intrínseco (que mejor  fuera designar como valor en libros) que se obtiene al dividir el patrimonio por el número de cuotas que integren el capital. Según el monto del patrimonio, el valor intrínseco puede ser menor, igual o superior (como es deseable) al valor nominal. No debe confundirse este valor intrínseco con el que con el mismo nombre se alude en finanzas
.

Tampoco debe confundirse el valor nominal con el valor de mercado, por algunos llamado valor extrínseco, que es el que efectivamente se reconocería al transar la cuota con un tercero.

Parte de la doctrina reconoce alguna utilidad a dividir el capital en cuotas
, al paso que otras se la niegan
.

Nosotros encontramos que esa división facilita asuntos tales como la prenda, la anticresis, el usufructo, el embargo y otras figuras que no tienen por qué comprender la totalidad del capital. Muchas de estas figuras permiten o suponen la transmisión ( o, al menos, autorización para ejercerlos) de derechos del propietario a terceros. Dejamos a la doctrina establecer si tales cuotas también llevan consigo derechos políticos y si, en consecuencia, podrían terminar en manos de diferentes personas, caso en el cual las decisiones que corresponderían al propietario pudieran recaer en un número plural de personas.

Libro de registro de cuotas

Como se recordará, en la sociedad de responsabilidad limitada es necesario llevar un libro de registro de socios
. Para algunos la utilidad de este libro es cuestionable
. Respecto de la empresa que nos ocupa la Superintendencia de Sociedades opinó que no es obligatorio
.

Para nosotros el libro de registro de cuotas no deja de ser útil porque solamente sirva para propósitos internos. Por lo demás, anotamos que en todo sistema contable debe haber un libro que dé noticia de la propiedad de la entidad
. Puede ser que  al interior del Derecho de Sociedades los libros de registros de socios se hayan concebido como instrumentos de publicidad, de oponibilidad, y no simplemente informativos. Pero, tratándose de contabilidad, los libros se justifican por servir, precisamente, como forma de recolección de información que, en la mayoría de los casos, ya consta en otros documentos y lugares.

Cesión de cuotas

La ley (artículo 76
) permite al propietario de la empresa ceder sus cuotas a una o más personas, naturales o jurídicas. La cesión produce efectos desde el momento de su inscripción en el registro mercantil.

En principio la cesión de cuotas no tiene consecuencias económicas sobre la empresa, pues ésta no es parte en la negociación respectiva.

Por tanto, bastará tomar nota de los nuevos propietarios en los registros que se llevan para el efecto.

Balance inicial

Como es sabido, al iniciar sus actividades el ente económico debe elaborar un inventario y un balance general
. 

Ese balance inicial puede ser muy sencillo, limitarse a presentar en el activo algún bien, por ejemplo efectivo, con contrapartida a la cuenta de capital.

Pero puede ser muy complejo, pues nada impide que el aporte de constitución consista en un conjunto de activos y pasivos, que se transfieren por su valor neto (activo neto), como, por ejemplo, la empresa que se crea por virtud de la conversión de una sociedad
. En tal caso serán múltiples los registros iniciales reflejados en tal balance.

 Contabilización de crédito mercantil

Cuando se aporta un conjunto de activos y pasivos, cabe preguntarse si es admisible la presencia y contabilización de un crédito mercantil.

Matemáticamente hablando, el patrimonio es el resultado de restar de unos activos unos pasivos
. Sin embargo, en ocasiones el precio de una transacción que involucra activos y pasivos no es igual a su valor residual. Bien puede suceder que se acceda a pagar una prima, es decir, un mayor valor, o que, por el contrario, se convenga cancelar un menor valor, lo que sucede cuando se conviene un descuento.

En general se sostiene que esa prima o descuento corresponde a factores no identificables dentro de la contabilidad del ente, a partir de los cuales se predice una mayor o menor potencialidad para generar flujos favorables de fondos.

La prima o descuento pagado respecto de un conjunto de activos y pasivos se contabiliza como crédito mercantil. Cuando corresponde a un mayor valor se contabiliza como un activo intangible
.

Teniendo en cuenta la posición doctrinal desarrollada respecto de la integración del capital de la sociedad de responsabilidad limitada, creemos que en la empresa no es admisible convenir un aporte cuyo valor acordado resultare menor que el valor residual de los activos y pasivos relativos (crédito mercantil negativo).

Contingencia de pérdida al momento de la creación de la empresa

Con sorpresa hemos advertido que el derecho tributario nacional establece responsabilidad solidaria entre la empresa unipersonal y el comerciante persona natural que la crea
.

Dejamos a los expertos en esa rama del derecho la discusión sobre la validez y alcance de esa previsión. A cambio señalamos que ella constituye una contingencia
 que deberá reconocerse como pasivo
, como cuenta de orden
 o simplemente revelarse junto con los estados financieros
.

Objeto de la empresa, actividad económica, reconocimiento de ingresos

La ley permite que la empresa se cree para la realización de cualquier acto lícito de comercio
. Esta regla se aparta de lo dispuesto en materia de sociedades, respecto de las cuales es necesario hacer una enunciación precisa de las actividades principales que desarrollará la compañía, encontrándose prohibida la enunciación de éstas en forma indeterminada
.

Sin embargo, en la información contable será necesario precisar a cuáles actividades concretas se ha dedicado la empresa
. Porque una cosa es su posibilidad legal de ocuparse de cualquier acto lícito de comercio y otra el señalamiento de las actividades de las cuales ha derivado sus ingresos, revelación que es indispensable para la correcta interpretación de los estados financieros.

Así como es necesario revelar las actividades económicas concretas que se hubiesen desarrollado, el reconocimiento de los ingresos, conforme al Plan Unico de Cuentas, se hará, también, por tipo de actividad
.

La empresa no puede formarse para la realización exclusiva de actos no mercantiles. Esto trae como consecuencia, por ejemplo, que no pueden organizarse como empresa “firmas de contadores públicos”
.

Prohibiciones

La ley (artículo 75)
 establece severas prohibiciones para el propietario de la empresa y para las empresas de que aquél es titular.

En un aparte posterior nos referiremos a la formación de estados financieros y el retiro de utilidades, retiro que está exceptuado de dichas prohibiciones.

Por ahora centrémonos en la posibilidad de que no obstante la prohibición legal las operaciones en cuestión se realicen. A los ojos del derecho podrán ser ineficaces pero ello no impide ni exonera de su registro contable
.

Imposibilidad de emitir bonos

La Superintendencia de Valores opinó que la empresa no puede emitir bonos por no estar expresamente autorizada para ello. Consideró que no en todos los casos puede darse a la empresa el tratamiento de una sociedad de responsabilidad limitada
.

Referencia a algunas disposiciones de carácter tributario

Para efectos impositivos
 a la empresa se aplica el régimen propio de la sociedad de responsabilidad limitada. Así se ha reglamentado en materia de impuesto de registro
.

Las normas legales consagran que como consecuencia de la creación de una empresa no habrá lugar a determinar impuesto sobre las ventas respecto de los activos movibles aportados si el constituyente es persona natural
.

Pero, por otra parte, advierten que la empresa es responsable de tal impuesto sobre las operaciones que realice
.

Sorprende que el Director General de Impuestos y Aduanas Nacionales al expedir normas sobre facturación haya impuesto a algunas personas naturales el deber de formar una empresa unipersonal
.

Estados financieros

La empresa, en cuanto ente obligado a llevar contabilidad, tiene el deber de preparar y difundir estados financieros de propósito general
 
. Le corresponde la misma obligación por estar sometida al régimen de las sociedades
.

Esa carga legal se satisface produciendo y publicando estados financieros básicos
, junto con sus notas
, al cierre de cada ejercicio contable y, en todo caso, al 31 de diciembre de cada año. 

Justificación de las utilidades

En armonía con lo dispuesto para las sociedades
, la empresa debe justificar sus utilidades en estados financieros (artículo 78
).

Resaltamos que esos estados financieros deben ser dictaminados
 por un contador público independiente.

Un dictamen es una opinión profesional sustentada en un examen realizado con sujeción a las normas de auditoría generalmente aceptadas
.

Para que un contador público se entienda independiente se requiere, entre otras cosas, que no sea empleado de la empresa.

Ahora bien: para que un contador público pueda dictaminar un estado financiero es indispensable que éste haya sido previamente certificado por el administrador y el contador público responsables de su preparación
. La certificación consiste en aseverar que esos estados son razonables
.

Distribución de las utilidades

Una vez que se han preparado estados financieros de fin de ejercicio
 y éstos han sido dictaminados, podrá el propietario de la empresa retirar bienes de ésta a título de utilidades (artículo 75).

Puede suceder que el dictamen del contador público independiente no sea totalmente favorable. Como se sabe existen varias modalidades de dictamen, a saber: “limpio”, con salvedades, con incertidumbres, negativo y abstención de opinión
.

Es evidente que si el dictamen es limpio, las utilidades estarán debidamente justificadas. Pero en todos los demás casos ello no necesariamente es así.

Pensamos que no se pueden distribuir utilidades con base en estados que hayan sido objeto de opinión negativa, puesto que ésta implica que tales estados no reflejan la situación financiera ni los resultados del ejercicio.

También creemos que no es procedente la distribución cuando se hubiere producido una abstención de opinión. La falta del respaldo del contador independiente hará que no se hayan cumplido satisfactoriamente los requisitos establecidos para que se entienda que las utilidades han sido justificadas.

Tratándose de dictámenes bajo la forma de “sujeto a”, la situación que se presenta es compleja. Si la incertidumbre del contador independiente puede ser resuelta por la empresa, creemos que así debe hacerse antes de disponer de las utilidades. Pero si la incertidumbre no puede ser resuelta por la empresa, lo que suele suceder cuando es necesario que ocurran hechos futuros para despejar la incertidumbre, creemos que en principio no es posible distribuir las utilidades, a no ser que previamente se valúe la posibilidad máxima negativa que pueda derivarse y que ésta se contabilice. Se actuaría así en desarrollo del concepto de prudencia
 y no cabría duda que aún sucediendo lo peor, las utilidades presentadas en los estados no serían inferiores a la cifra establecida.

No obstante, se nos replicará doblemente: de un lado se afirmará que contabilizar el máximo riesgo puede ser indebido. Contestamos que a pesar de ello así debe ser pues el legislador quiso asegurar que en manera alguna se retiren bienes de la empresa sin estar ciertos que tal retiro efectivamente corresponde a utilidades. De otro lado se anotará que existen incertidumbres que no pueden ser calculadas en forma más o menos confiable. A lo cual señalamos que precisamente para estos eventos se instituyó el principio de prudencia. 

Cuando el dictamen fuere con salvedades lo ideal sería que los estados financieros se corrijan. Pero si así no se hace, somos de la opinión que podría distribuirse utilidad mas únicamente hasta concurrencia del monto que quedare luego de restar el efecto sobre los resultados de las salvedades indicadas por el contador público independiente. Nos atrevemos a pensar de esta manera habida cuenta que tratándose de salvedades el efecto de ellas debe ser necesariamente identificado. De manera que las utilidades estarán justificadas en el monto no cuestionado.

Nos aventuramos a hacer las apreciaciones anteriores con el ánimo de provocar al respecto un debate. Este es ineludible si se tiene en cuenta que el propietario puede ser administrador y que, aunque no lo sea, vendrá a ser el único llamado a decidir qué hacer con los resultados del ejercicio. En las sociedades el administrador socio no puede aprobar las cuentas
 y generalmente concurrirá la decisión de los otros socios para aprobar cualquier cosa en esta materia.

Reservas

Por aplicación de las reglas aplicables a las sociedades de responsabilidad limitada
, la empresa deberá formar con sus utilidades una reserva legal.

También habrá de formar las reservas que son obligatorias por virtud de otras disposiciones legales, las más frecuentes de las cuales han sido consagradas en la legislación tributaria.

Es perfectamente posible prever en el acto de creación la formación de reservas estatutarias. El propietario puede, además, respecto de las utilidades de cada ejercicio, decidir el establecimiento de reservas ocasionales.

Estados financieros consolidados

Los artículos 122 del Decreto Reglamentario 2649 de 1993
, 45 de la Ley 190 de 1995 y 35 de la ley 222 de 1995
 exigen la preparación y difusión de estados financieros consolidados.

En consecuencia: el propietario de la empresa, en cuanto es su controlante único, deberá consolidar sus propios estados financieros con los de la empresa de la cual sea titular. Obviamente la empresa, por su parte, deberá consolidar aquellos entes que controle.

Puesto que está prohibido que el titular de la empresa contrate con ésta, así como que las empresas de un mismo titular contraten entre sí (artículo 75), la consolidación puede resultar sencilla habida cuenta de que las eliminaciones que le son propias podrían reducirse a lo que toca con el patrimonio de la empresa (inversiones del propietario).

Fraude a la ley o en perjuicio de terceros

La ley (artículo 71)
 establece responsabilidad solidaria del titular de la empresa y los administradores de ésta cuando la empresa se utilice en fraude a la ley o en perjuicio de terceros.

Si en virtud de la solidaridad, el titular o los administradores pagaren deudas de la empresa, los estados financieros deberán reflejar el cambio de acreedor, por el monto a que haya lugar según el régimen de las obligaciones solidarias
.

Responsabilidad de los administradores

Los administradores son responsables ante la empresa
 
. Los estados financieros presentarán las sumas que por virtud de esa responsabilidad haya de recibir la empresa, bien como cuentas de orden por derechos contingentes, bien como un activo, según el grado de probabilidad de su recaudo.

Constitución y duración

En notas a los estados financieros se deberá revelar la fecha de constitución y la duración de la empresa
. Debido a que la empresa solo es persona a partir de su inscripción en el registro, la fecha de éste debe indicarse como la de su constitución
. La duración de la empresa puede ser determinada o indefinida
.

Continuidad. Liquidación de la empresa

Tanto la conversión a sociedad (artículo 77)
, como las causales de terminación de la empresa (artículo 79)
, son circunstancias que afectan o pueden afectar la continuidad de la empresa.

Los eventos que puedan afectar la continuidad de la empresa deben ser revelados
.

Ahora bien: si la continuidad de la empresa no está simplemente amenazada, sino que efectivamente la empresa habrá de liquidarse, será necesario cambiar la base de contabilidad
. Esto es así debido a que el concepto de continuidad o empresa en marcha tiene el carácter de postulado en la contabilidad financiera.

Disolución por pérdidas

Especial comentario requiere la causal consagrada en el numeral 6 del artículo 79. Conforme a esta la empresa se disolverá por pérdidas que reduzcan el patrimonio en más del cincuenta por ciento.

Obsérvese que en la sociedad de responsabilidad limitada la disminución patrimonial que ocasiona la disolución relaciona el patrimonio con el capital
, vinculación que no aparece en el citado numeral 6.

Tal cual quedó la norma habría que comparar el patrimonio a dos fechas distintas. El patrimonio a una fecha anterior con el patrimonio a una fecha actual.

Una posibilidad es entender que como patrimonio actual deberá tomarse el que se establezca mes a mes, teniendo en cuenta que cada mes se deben obtener saldos de las cuentas
 y que la ley ha dispuesto que los estados intermedios son idóneos para todos los efectos
. En ese mismo orden de ideas el patrimonio anterior sería el del mes anterior.

Como se ve, la causal, así entendida, resultaría altamente exigente. Significaría que las pérdidas de un mes fuesen tan abultadas como para deteriorar significativamente el patrimonio.

Otra hipótesis, tomada de la manera como se aplica la causal en las sociedades, sería la de comparar el patrimonio de un mes cualquiera contra el patrimonio establecido al momento del último cierre. Nos parece más acertada esta posición, aunque pensamos que este punto requiere con urgencia norma reglamentaria.

Sometimiento a la acción de la Superintendencia de Sociedades

La ley (artículo 80) ha previsto que la empresa pueda ser sometida a la inspección, vigilancia o control de la Superintendencia de Sociedades
. Efectivamente el Gobierno Nacional ha dispuesto que ciertas empresas se sometan a la vigilancia de dicha Superintendencia
.

Conforme a la Ley 222 de 1995, inspección, vigilancia y control son tres niveles distintos de acción de la Superintendencia de Sociedades. La inspección es ocasional, la vigilancia permanente y el control implica el más alto grado de intervención en las entidades. A cada uno de esos niveles corresponde un conjunto de funciones
. A continuación citaremos las funciones que nos parecen más importantes desde el punto de vista contable.

La acción de la Superintendencia puede conllevar importantes flujos de información contable desde la empresa hacia esa Autoridad
, quien puede uniformar las reglas de contabilidad que deben observar las entidades a ella sometidas. Si existieren, la empresa deberá obtener la aprobación de la Superintendencia sobre las reservas o cálculos actuariales. Requerirá autorización para disminuir el capital cuando esto implique reembolso de aportes.

Podrá ser sometida a vigilancia cuando no lleve su contabilidad de acuerdo con la ley. Una vez vigilada, sea por un acto particular del Superintendente o por estar incursa en causal determinada por el Gobierno, si su objeto fuese determinado podrá ordenarse la suspensión de los actos no comprendidos en dicho objeto; podrá ser disuelta por la Superintendencia y deberá ser autorizada para fusionarse o escindirse.

En el nivel de control la empresa podrá verse obligada a formular planes para mejorar su situación económica y requerirá aprobación del avalúo de aportes en especie.

Revisor Fiscal

La ley (artículo 71 a 81) no se refiere en parte alguna al revisor fiscal. Exige si, como ya vimos, la intervención de un contador público independiente, calidad que, según ha explicado la doctrina, se puede predicar de aquél.

Pensamos que la remisión al régimen de las sociedades comerciales no se limita a las normas que sobre éstas estén dispuestas en el Código de Comercio. En ese orden de ideas consideramos que la empresa puede llegar a estar obligada a tener revisor fiscal si sus activos o ingresos superan los montos previstos por la ley
.

Santa Fe de Bogotá, abril 27 de 1998.

� Abogado. Director del Departamento de Derecho Económico y de la Especialización en Derecho de Sociedades de la Facultad de Ciencias Jurídicas de la Pontificia Universidad Javeriana.


� Contador Público. Director de la Carrera de Contaduría Pública de la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas de la Pontificia Universidad Javeriana.


� “La empresa unipersonal, una vez inscrita en el registro mercantil, forma una persona jurídica.” Inciso segundo del artículo 71 de la Ley 222 de 1995.


� “De conformidad con la reglamentación que al efecto expida el Gobierno Nacional, todas las personas jurídicas y las personas naturales que cumplan los requisitos señalados en el reglamento, deberán llevar contabilidad, de acuerdo con los principios generalmente aceptados. Habrá obligación de consolidar los estados financieros por parte de los entes bajo control.” Inciso primero del artículo 45 de la Ley 190 de 1995.


� “Concepto de empresa unipersonal. Mediante la empresa unipersonal una persona natural o jurídica que reúna la calidades requeridas para ejercer el comercio, podrá destinar parte de sus activos para la realización de una o varias actividades de carácter mercantil.” Inciso primero del artículo 71 de la Ley 222 de 1995.


� “Son comerciantes las personas que profesionalmente se ocupan en alguna de las actividades que la ley considera mercantiles.”


� “Normas aplicables a la empresa unipersonal. En lo no previsto en la presente ley, se aplicará a la empresa unipersonal en cuanto sean compatibles, las disposiciones relativas a las sociedades comerciales y, en especial, las que regulan la sociedad de responsabilidad limitada.” Inciso primero del artículo 80 de la Ley 222 de 1995.


� “Se tendrán como comerciales, para todos los efectos legales, las sociedades que se formen para la ejecución de actos o empresas mercantiles. Si la empresa social comprende actos mercantiles y actos que no tengan esta calidad, la sociedad será comercial. Las sociedades que no contemplen en su objeto social actos mercantiles, serán civiles.” Inciso primero del artículo 100 del Código de Comercio, tal como quedó luego de ser modificado por el artículo primero de la Ley 222 de 1995.


� “Requisitos de formación. La empresa unipersonal se creará mediante documento escrito en el cual se expresará: (…) 5. Una enunciación clara y completa de las actividades principales, a menos que se exprese que la empresa podrá realizar cualquier acto lícito de comercio. (…)”. Artículo 72 de la Ley 222 de 1995.


� “Es obligación de todo comerciante: (…) 3. Llevar contabilidad regular de sus negocios conforme a las prescripciones legales (…)”. Artículo 19 del Código de Comercio.


� “ART. 6º—Ente económico. El ente económico es la empresa, esto es, la actividad económica organizada como una unidad, respecto de la cual se predica el control de los recursos. El ente debe ser definido e identificado en forma tal que se distinga de otros entes”.


� “ART. 53.—En los libros se asentarán en orden cronológico las operaciones mercantiles y todas aquellas que puedan influir en el patrimonio del comerciante, haciendo referencia a los comprobantes de contabilidad que las respalden.


El comprobante de contabilidad es el documento que debe elaborarse previamente al registro de cualquier operación y en el cual se indicará el número, fecha, origen, descripción y cuantía de la operación, así como las cuentas afectadas con el asiento. A cada comprobante se anexarán los documentos que lo justifiquen.” Código de Comercio.


� Esta característica tuvo mucho que ver con la regulación de la empresa unipersonal:


 “(…) La empresa unipersonal permite que una persona natural pueda dividir su patrimonio para afectarlo al desarrollo de una actividad económica determinada, comprometiendo en ella sólo la parte del patrimonio destinada a tal efecto.


Con esta figura se permite al empresario desarrollar su actividad sin tener que acudir a la constitución de sociedades donde el ánimo asociativo no existe y cuya finalidad es lograr una limitación patrimonial, con lo cual se contribuye a la disminución de sociedades de papel, a la vez que se protege el patrimonio familiar. (…)” Gaceta del Congreso, año III, número 85, miércoles 22 de junio de 1994, página 3.


� La división en ramas de la contabilidad es asunto propio de la epistemología de la disciplina, extremamente complejo, cuya exposición no cabe en este escrito. Sirvan por ahora estas simples explicaciones: “ (…) la contabilidad sirve a un conjunto de usuarios. Existen diversas ramas de la contabilidad, todas ellas integrantes del mismo suprasistema de información. Se consideran la contabilidad financiera, la administrativa y la fiscal Que se pueden definir como sigue:


Contabilidad financiera: Sistema de información orientado a proporcionar información a terceras personas relacionadas con la empresa, como accionistas, instituciones de crédito, inversionistas, etc., a fin de facilitar sus decisiones.


Contabilidad administrativa: Sistema de información al servicio de las necesidades de la administración, con orientación pragmática destinada a facilitar funciones de planeación, control y toma de decisiones. Esta rama, es la que con sus diferentes tecnologías, facilita que la empresa logre su ventaja competitiva y su liderazgo en costos, además de una clara diferenciación para distinguirla de otras empresas. El análisis de todas sus actividades, así como de los eslabones que las unen, habrán de facilitar la detección de áreas de oportunidad para lograr una estrategia que asegure el éxito.


Contabilidad fiscal:  Sistema de información orientado a dar cumplimiento a las obligaciones tributarias de las organizaciones. (…)”. Tomado de David Noel Ramírez Padilla, Contabilidad Administrativa, McGraw-Hill, cuarta edición, México, 1996, página 6.


� “ Una base integral de contabilización comprende un conjunto de criterios usados en la preparación de los estados financieros, que aplica a todas las partidas de importancia relativa y que tiene soporte sustancial. Los estados financieros pueden estar preparados para un propósito especial de acuerdo con una base integral de contabilización distinta de las Normas Internacionales de Contabilidad o de normas nacionales relevantes ( a las que nos referiremos aquí como “otra base integral de contabilización”). Un conglomerado de convenciones contables ideadas para acomodarse a una preferencia individual no es una base integral de contabilización. Otros marcos conceptuales integrales para informes financieros pueden incluir:


El que usa la entidad para preparar su declaración de impuestos.


La base de contabilización sobre entradas y salidas de efectivo.


Las reglas de una dependencia gubernamental reglamentadora para informes financieros.” Véase el párrafo 9 de la sección 800 de las Normas Internacionales de Auditoría, emitidas por el Comité Internacional de Práctica de Auditoría de la Federación Internacional de Contadores, publicadas en México, mayo de 1997, por el Instituto Mexicano de Contadores Públicos, A.C., página 270.


� “ART. 31.—Estados preparados sobre una base comprensiva de contabilidad distinta de los principios de contabilidad generalmente aceptados. Con sujeción a las normas legales, para satisfacer necesidades específicas de ciertos usuarios, las autoridades pueden ordenar o los particulares pueden convenir, para su uso exclusivo, la elaboración y presentación de estados financieros preparados sobre una base comprensiva de contabilidad distinta de los principios de contabilidad generalmente aceptados.


Son ejemplos de otras bases comprensivas de contabilidad, las utilizadas para preparar declaraciones tributarias, la contabilidad sobre la base de efectivo recibido y desembolsado y, en ciertos casos, las bases utilizadas para cumplir requerimientos o requisitos de información contable formulados por las autoridades que ejercen inspección, vigilancia o control.


La preparación de estos estados no libera al ente de emitir estados financieros de propósito general.”. Decreto reglamentario 2649 de 1993.


� “ART. 1º—Definición. De conformidad con el artículo 6º de la Ley 43 de 1990, se entiende por principios o normas de contabilidad generalmente aceptados en Colombia, el conjunto de conceptos básicos y de reglas que deben ser observados al registrar e informar contablemente sobre los asuntos y actividades de personas naturales o jurídicas.


Apoyándose en ellos, la contabilidad permite identificar, medir, clasificar, registrar, interpretar, analizar, evaluar e informar, las operaciones de un ente económico, en forma clara, completa y fidedigna.


ART. 2º—Ámbito de aplicación. El presente decreto debe ser aplicado por todas las personas que de acuerdo con la ley estén obligadas a llevar contabilidad.


Su aplicación es necesaria también para quienes sin estar obligados a llevar contabilidad, pretendan hacerla valer como prueba.”


� “ Cabe señalar que existen necesidades de información que no pueden ser satisfechas por medio de los estados financieros, aun cuando existen necesidades comunes a todos los usuarios. Así como los inversionistas son proveedores del capital de riesgo de la empresa, al cubrir los estados financieros sus necesidades asimismo la mayoría de las necesidades de otros usuarios.”. Véase párrafo 10 del Marco de Conceptos para la Preparación y Presentación de Estados Financieros, emitido por el Comité Internacional de Normas de Contabilidad (Iasc), publicado en México, junio de 1997, por el Instituto Mexicano de Contadores Públicos, A.C., página 45.


� Véase: artículo 137 del decreto reglamentario 2649 de 1993, Consejo de Estado Sección Cuarta sentencia del 13 de diciembre de 1995 expediente 7188 magistrado ponente Consuelo Sarria Olcos.


� “ART. 1º—El plan único de cuentas busca la uniformidad en el registro de las operaciones económicas realizadas por los comerciantes con el fin de permitir la transparencia de la información contable y por consiguiente, su claridad, confiabilidad y comparabilidad.


ART. 2º—El plan único de cuentas está compuesto por  un catálogo de cuentas y la descripción y dinámica para la aplicación de las mismas, las cuales deben observarse en el registro contable de todas las operaciones o transacciones económicas.


ART. 3º—Modificado. D. 2894/94, art. 1º. El catálogo de cuentas contiene la relación ordenada y clasificada de las clases, grupos, cuentas y subcuentas del activo, pasivo, patrimonio, ingresos, gastos, costo de ventas, costos de producción o de operación y cuentas de orden identificadas con un código numérico y su respectiva denominación


ART. 4º—Las descripciones expresan o detallan los conceptos de las diferentes clases, grupos y cuentas incluidas en el catálogo e indican las operaciones a registrar en cada una de las cuentas.


Las dinámicas señalan la forma en que se deben utilizar las cuentas y realizar los diferentes movimientos contables que las afecten..” Decreto Reglamentario 2650 de 1993.


� “ART. 53.—Clasificación. Los hechos económicos deben ser apropiadamente clasificados según su naturaleza, de manera que se registren en las cuentas adecuadas.


Sin perjuicio de lo dispuesto en normas especiales, la clasificación se debe hacer conforme a un plan contable previamente elaborado por el ente económico.


El plan contable debe incluir la totalidad de las cuentas de resumen y auxiliares en uso, con indicación de su descripción, de su dinámica y de los códigos o series cifradas que las identifiquen.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� Véase la publicación de hojas intercambiables denominada Régimen Contable Colombiano, Legis Editores S.A., Santa Fe de Bogotá, numeral interno (§) 7565.


� Quien advierta que en el país existen 15 o más planes de cuentas concluirá que el adjetivo único no se emplea para significar que solo exista un plan de cuentas para todos los entes contables. La expresión único no hace referencia al universo de entes sino a que dentro de un mismo subsector (por ejemplo, comerciantes) todos ellos aplican el mismo plan contable.


� “ART. 5º—El plan único de cuentas deberá ser  aplicado por todas las personas naturales o jurídicas que estén obligadas a llevar contabilidad, de conformidad con lo previsto en el Código de Comercio. Dichas personas para los efectos del presente decreto, se denominarán entes económicos.


No estarán obligados a aplicar el plan único de cuentas de que trata este decreto, los entes económicos pertenecientes a los sectores financiero, asegurador y cooperativo para quienes se han expedido planes de cuentas en virtud de legislación especial.” Decreto Reglamentario 2650 de 1993.


� “ART. 50.—La contabilidad solamente podrá llevarse en idioma castellano, por el sistema de partida doble, en libros registrados, de manera que suministre una historia clara, completa y fidedigna de los negocios del comerciante, con sujeción a las reglamentaciones que expida el gobierno.” Código de Comercio


� Diario Oficial número 39.602 del 13 de diciembre de 1990.


� Diario Oficial número 33.339 del 16 de junio de 1971.


� Diario Oficial número 41.156 del 29 de diciembre de 1993.


� Diario Oficial número 41.156 del 29 de diciembre de 1993.


� “ART. 72.—Requisitos de formación. La empresa unipersonal se creará mediante documento escrito en el cual se expresará:


(…) 6. El monto del capital haciendo una descripción pormenorizada de los bienes aportados, con estimación de su valor. El empresario responderá por el valor asignado a los bienes en el documento constitutivo.


Cuando los activos destinados a la empresa comprendan bienes cuya transferencia requiera escritura pública, la constitución de la empresa deberá hacerse de igual manera e inscribirse también en los registros correspondientes. (…)”.


� “ART. 74.—Aportación posterior de bienes. El empresario podrá aumentar el capital de la empresa mediante la aportación de nuevos bienes. En este caso se procederá en la forma prevista para la constitución de la empresa. La disminución del capital se sujetará a las mismas reglas señaladas en el artículo 145 del Código de Comercio.”


� “ART. 72.—Requisitos de formación. La empresa unipersonal se creará mediante documento escrito en el cual se expresará:


(…) 7. El número de cuotas de igual valor nominal en que se dividirá el capital de la empresa. (…)”.


� “ART. 76.—Cesión de cuotas. El titular de la empresa unipersonal, podrá ceder total o parcialmente las cuotas sociales a otras personas naturales o jurídicas, mediante documento escrito que se inscribirá en el registro mercantil correspondiente. A partir de este momento producirá efectos la cesión.


PAR.—Las cámaras de comercio se abstendrán de inscribir la correspondiente cesión cuando a la diligencia de registro no concurran el cedente y el cesionario, personalmente o a través de sus representantes o apoderados.”


� “ART. 35.—Activo. Un activo es la representación financiera de un recurso obtenido por el ente económico como resultado de eventos pasados, de cuya utilización se espera que fluyan a la empresa beneficios económicos futuros.” Decreto reglamentario 2649 de 1993.


� “ART. 653.—Los bienes consisten en cosas corporales o incorporales.


Corporales son las que tienen un ser real y pueden ser percibidas por los sentidos, como una casa, un libro.


Incorporales, las que consisten en meros derechos, como los créditos y las servidumbres activas.” Código Civil.


� “ART. 83.—Capital. El capital representa los aportes efectuados al ente económico, en dinero, en industria o en especie, con el ánimo de proveer recursos para la actividad empresarial que, además, sirvan de garantía para los acreedores.


El capital debe registrarse en la fecha en la cual se otorgue el documento de constitución o de reforma, o se perfeccione el compromiso de efectuar el aporte, en las cuentas apropiadas, por el monto proyectado, comprometido y pagado, según el caso.


Los aportes en especie se deben contabilizar por el valor convenido, o el debidamente fijado por los órganos competentes del ente económico y aprobado por las autoridades, si fuere el caso.


Se debe registrar por separado cada clase de aportes, según los derechos que confieran.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “(…) Del examen de la disposición (L. 222/95, art. 71), no se colige impedimento alguno para que una sociedad extranjera pueda constituir una empresa unipersonal en territorio colombiano, máxime cuando dicha posibilidad es similar a la constitución de sociedades comerciales por parte de sociedades extranjeras. En efecto, el despacho encuentra equivalentes la constitución de una sociedad a la creación de una empresa unipersonal; más aún si se toma en cuenta que en ambas situaciones se forma una persona jurídica diferente a sus creadores (C. Co., art. 98, L. 222/95, art. 71).


En cuanto a los requisitos que debe reunir la sociedad extranjera para constituir en territorio colombiano una empresa unipersonal, estima el despacho que son los mismos para que una persona natural o jurídica colombiana acuda a dicha figura, no dando lugar a la adición de otras exigencias en consideración a su carácter de persona extranjera (…)” Oficio 220-50923, noviembre  12 de 1996.


� “ART. 15.—Registro. Todas las inversiones de capital del exterior, incluido el movimiento de las inversiones adicionales, capitalizaciones, reinversiones de montos de utilidades con derecho a giro, remesas de utilidades y reembolso de capitales, deberán registrarse en el Banco de la República (…)” Resolución 51 de 1991, Conpes.


� “ART. 132.—Cuando se constituya una sociedad que deba obtener permiso de funcionamiento, los aportes en especie se avaluarán unánimemente por los interesados constituidos en junta preliminar, y el avalúo debidamente fundamentado se someterá a la aprobación de la Superintendencia de Sociedades.


El valor de los aportes en especie posteriores a la constitución, será fijado en asamblea o en junta de socios con el voto favorable del sesenta por ciento o más de las acciones, cuotas o partes de interés social, previa deducción de las que correspondan a los aportantes, quienes no podrán votar en dicho acto. Estos avalúos debidamente fundamentados se someterán a la aprobación de la superintendencia.


Sin la previa aprobación por la superintendencia del avalúo de bienes en especie, no podrá otorgarse la correspondiente escritura. El gobierno reglamentará el procedimiento que deba seguirse ante la Superintendencia de Sociedades para la aprobación de los avalúos a que se refiere este artículo.


ART. 133.—Los avalúos se harán constar en las escrituras de constitución o de reforma, según el caso, y en ellas se insertará la providencia en que el superintendente los haya aprobado. Este requisito será indispensable para la validez de la constitución o de la reforma estatutaria. Copias de dichas escrituras serán entregadas a la superintendencia dentro de los quince días siguientes a su otorgamiento o de su registro, si fuere el caso.


ART. 134.—Cuando la superintendencia fije el valor de los bienes en especie en una cifra inferior al aprobado por los interesados, el o los presuntos aportantes podrán optar por abonar en dinero la diferencia entre los dos justiprecios, dentro del año siguiente, o por aceptar el precio señalado por la superintendencia, reduciéndose de inmediato el monto de la operación a dicha cifra.


Si el o los presuntos aportantes afectados no acogieren ninguna de las anteriores opciones, quedarán exonerados de hacer el aporte. Quienes insistieren en constituir la sociedad o aumentar el capital, deberán acordar unánimemente la fórmula sustitutiva.


ART. 135.—En las sociedades que no requieren el permiso de funcionamiento, los asociados responderán solidariamente por el valor atribuido a los aportes en especie, a la fecha de la aportación, sea que se hayan efectuado al constituirse la sociedad o posteriormente.”


“ART. 398.—Cuando se acuerde que el pago de las acciones pueda hacerse en bienes distintos de dinero, el avalúo de tales bienes deberá ser aprobado por la Superintendencia de Sociedades, mediante solicitud acompañada de copia del acta correspondiente, en la que deberá constar el inventario de dichos bienes con su respectivo avalúo debidamente fundamentado.


Si se trata de pagar en especie acciones suscritas en el acto de constitución de la sociedad, el avalúo deberá hacerse en una asamblea preliminar de los accionistas fundadores y ser aprobado por unanimidad. Si se trata de acciones suscritas con posterioridad, el avalúo se hará por la junta directiva o por la asamblea general, conforme a lo que dispongan los estatutos.


Lo dispuesto en este artículo no se aplicará a las acciones de industria, cuyo avalúo y forma de pago se fijarán en los estatutos o en el acuerdo de la asamblea.” Código de Comercio.


� “ART. 85.—Control. El control consiste en la atribución de la Superintendencia de Sociedades para ordenar los correctivos necesarios para subsanar una situación crítica de orden jurídico, contable, económico o administrativo de cualquier sociedad comercial no vigilada por otra superintendencia, cuando así lo determine el Superintendente de Sociedades mediante acto administrativo de carácter particular.


En ejercicio del control, la Superintendencia de Sociedades tendrá, además de las facultades indicadas en los artículos anteriores, las siguientes:


(…) 8. Aprobar el avalúo de los aportes en especie.(…). Ley 222 de 1995.


� Véase, por ejemplo, el inciso primero del artículo 52 del Decreto Reglamentario 2649 de 1993, conforme al cual “(…) Se deben contabilizar provisiones para cubrir pasivos estimados, contingencias de pérdidas probables, así como para disminuir el valor, reexpresado si fuere el caso, de los activos, cuando sea necesario de acuerdo con las normas técnicas. Las provisiones deben ser justificadas, cuantificables y confiables.”


� “ART. 64.—Propiedades, planta y equipo. Las propiedades, planta y equipo, representan los activos tangibles adquiridos, construidos, o en proceso de construcción, con la intención de emplearlos en forma permanente, para la producción o suministro de otros bienes y servicios, para arrendarlos, o para usarlos en la administración del ente económico, que no están destinados para la venta en el curso normal de los negocios y cuya vida útil excede de un año.


El valor histórico de estos activos incluye todas las erogaciones y cargos necesarios hasta colocarlos en condiciones de utilización, tales como los de ingeniería, supervisión, impuestos, intereses, corrección monetaria proveniente del UPAC  y ajustes por diferencia en cambio.


El valor histórico de las propiedades, planta y equipo, recibidas en cambio, permuta, donación, dación en pago o aporte de los propietarios, se determina por el valor convenido por las partes, debidamente aprobado por las autoridades cuando fuere el caso o, cuando no se hubiere determinado su precio, mediante avalúo.


El valor histórico se debe incrementar con el de las adiciones, mejoras y reparaciones, que aumenten significativamente la cantidad o calidad de la producción o la vida útil del activo.


Se entiende por vida útil el lapso durante el cual se espera que la propiedad, planta o equipo, contribuirá a la generación de ingresos. Para su determinación es necesario considerar, entre otros factores, las especificaciones de fábrica, el deterioro por el uso, la acción de factores naturales, la obsolescencia por avances tecnológicos y los cambios en la demanda de los bienes o servicios a cuya producción o suministro contribuyen.


La contribución de estos activos a la generación del ingreso debe reconocerse en los resultados del ejercicio mediante la depreciación de su valor histórico ajustado. Cuando sea significativo, de este monto se debe restar el valor residual técnicamente determinado. Las depreciaciones de los inmuebles deben calcularse excluyendo el costo del terreno respectivo.


La depreciación se debe determinar sistemáticamente mediante métodos de reconocido valor técnico, tales como línea recta, suma de los dígitos de los años, unidades de producción u horas de trabajo. Debe utilizarse aquel método que mejor cumpla la norma básica de asociación.


Al cierre del período, el valor neto de estos activos, reexpresado como consecuencia de la inflación, debe ajustarse a su valor de realización o a su valor actual o a su valor presente, el más apropiado en las circunstancias, registrando las provisiones o valorizaciones que sean del caso. Pueden exceptuarse de esta disposición aquellos activos cuyo valor ajustado sea inferior a veinte (20) salarios mínimos mensuales.


El valor de realización, actual o presente de estos activos debe determinarse al cierre del período en el cual se hubieren adquirido o formado y al menos cada tres años, mediante avalúos practicados por personas naturales, vinculadas o no laboralmente al ente económico, o por personas jurídicas, de comprobada idoneidad profesional, solvencia moral, experiencia e independencia. Siempre y cuando no existan factores que indiquen que ello sería inapropiado, entre uno y otro avalúo éstos se ajustan al cierre del período utilizando indicadores específicos de precios según publicaciones oficiales o, a falta de éstos, por el PAAG  correspondiente..


El avalúo debe prepararse de manera neutral y por escrito, de acuerdo con las siguientes reglas:


1.  Presentará su monto discriminado por unidades o por grupos homogéneos.


2.  Tratará de manera coherente los bienes de una misma clase y características.


3.  Tendrá en cuenta los criterios utilizados por el ente económico para registrar adiciones, mejoras y reparaciones.


4.  Indicará la vida útil remanente que se espera tenga el activo en condiciones normales de operación.


5.  Segregará los bienes muebles reputados como inmuebles, mostrando su valor por separado.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “ART. 10.—Valuación o medición. Tanto los recursos como los hechos económicos que los afecten deben ser apropiadamente cuantificados en términos de la unidad de medida.


Con sujeción a las normas técnicas, son criterios de medición aceptados el valor histórico, el valor actual, el valor de realización y el valor presente.


Valor o costo histórico es el que representa el importe original consumido u obtenido en efectivo, o en su equivalente, en el momento de realización de un hecho económico. Con arreglo a lo previsto en este decreto, dicho importe debe ser reexpresado para reconocer el efecto ocasionado por las variaciones en el poder adquisitivo de la moneda.


Valor actual o de reposición es el que representa el importe en efectivo, o en su equivalente, que se consumiría para reponer un activo o se requeriría para liquidar una obligación, en el momento actual.


Valor de realización o de mercado es el que representa el importe en efectivo, o en su equivalente, en que se espera sea convertido un activo o liquidado un pasivo, en el curso normal de los negocios. Se entiende por valor neto de realización el que resulta de deducir del valor de mercado los gastos directamente imputables a la conversión del activo o a la liquidación del pasivo, tales como comisiones, impuestos, transporte y empaque.


Valor presente o descontado es el que representa el importe actual de las entradas o salidas netas en efectivo, o en su equivalente, que generaría un activo o un pasivo, una vez hecho el descuento de su valor futuro a la tasa pactada o, a falta de ésta, a la tasa efectiva promedio de captación de los bancos y corporaciones financieras para la expedición de certificados de depósito a término con un plazo de 90 días (DTF), la cual es certificada periódicamente por el Banco de la República.


PAR.--Adicionado. D. 2337/95, art. 2º. Para la determinación del valor de realización o de mercado de que trata el presente artículo, se utilizarán los sistemas especiales de valoración que prescriban las autoridades competentes en materia contable distintas del Presidente de la República.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� Por ejemplo: “ART. 345.—Al constituirse la sociedad deberá suscribirse por lo menos el cincuenta por ciento de las acciones en que se divida el capital autorizado y pagarse siquiera la tercera parte del valor de cada acción suscrita. En las suscripciones posteriores, se observará la misma regla. El plazo para el pago de los instalamentos pendientes no podrá exceder de un año, contado a partir de la fecha de la suscripción.” Código de Comercio.


� “ART. 354.—El capital social se pagará íntegramente al constituirse la compañía, así como al solemnizarse cualquier aumento del mismo. El capital estará dividido en cuotas de igual valor, cesibles en las condiciones previstas en la ley o en los estatutos.


Los socios responderán solidariamente por el valor atribuido a los aportes en especie.” Código de Comercio


� Véase Gabino Pinzón, Sociedades Comerciales, Volumen II, Tipos o formas de sociedades, Tercera edición refundida y actualizada, Editorial Temis, Santa Fe de Bogotá, 1989, páginas 107 y 108.


� Véase José Ignacio Narváez garcía, Sociedades por Cuotas o por Partes de Interés, Ediciones Doctrina y Ley, Santa Fe de Bogotá, 1995, página 82.


� Véase Superintendencia de Sociedades, Doctrinas y Conceptos Jurídicos 1995, Santa Fe de Bogotá, 1995, páginas 100 y 101.


� Para este propósito el Plan Unico de Cuentas para comerciantes destina la cuenta 2810, en cuya descripción se lee: “Registra el valor de las sumas recaudadas por el ente económico de personas naturales, jurídicas o entidades oficiales, para garantizar el cumplimiento de obligaciones contractuales, de servicios, de los fondos para proyectos, inversiones específicas y otras afines.


En el caso de los socios y/o accionistas corresponde a las sumas recibidas en calidad de depósitos con el fin de adquirir acciones o cuotas sociales mientras se legaliza y aprueba la emisión correspondiente.


Para el caso específico de sociedades administradoras de consorcios comerciales, se incluye dentro de esta cuenta el denominado fondo de reserva, la cual se afectará conforme a las normas legales vigentes.” Decreto 2650 de 1993.


� “ART. 75.—Prohibiciones. En ningún caso el empresario podrá directamente o por interpuesta persona retirar para sí o para un tercero, cualquier clase de bienes pertenecientes a la empresa unipersonal, salvo que se trate de utilidades debidamente justificadas.


El titular de la empresa unipersonal no puede contratar con ésta, ni tampoco podrán hacerlo entre sí empresas unipersonales constituidas por el mismo titular. Tales actos serán ineficaces de pleno derecho.” Ley 222 de 1995.


� “ART. 145.—La Superintendencia de Sociedades autorizará la disminución del capital social en cualquier compañía cuando se pruebe que la sociedad carece de pasivo externo; o que hecha la reducción los activos sociales representan no menos del doble del pasivo externo, o que los acreedores sociales acepten expresamente y por escrito la reducción, cualquiera que fuere el monto del activo o de los activos sociales.


Cuando el pasivo externo proviniere de prestaciones sociales será necesario, además, la aprobación del competente funcionario del trabajo.” Código de Comercio.


� “ART. 47.—Reconocimiento de los hechos económicos. El reconocimiento es el proceso de identificar y registrar o incorporar formalmente en la contabilidad los hechos económicos realizados.


Para que un hecho económico realizado pueda ser reconocido se requiere que corresponda con la definición de un elemento de los estados financieros, que pueda ser medido, que sea pertinente y que pueda representarse de manera confiable.


La administración debe reconocer las transacciones en la misma forma cada período, salvo que sea indispensable hacer cambios para mejorar la información.


En adición a lo previsto en este decreto, normas especiales pueden permitir que para la preparación y presentación de estados financieros de períodos intermedios, el reconocimiento se efectúe con fundamento en bases estadísticas.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� Véase el artículo 80 del Decreto Reglamentario 2649 de 1993, atrás reproducido.


� “ART. 123.—Ningún asociado podrá ser obligado a aumentar o reponer su aporte si dicha obligación no se estipula expresamente en el contrato.” Código de Comercio.


� “ART. 353.—En las compañías de responsabilidad limitada los socios responderán hasta el monto de sus aportes.


En los estatutos podrá estipularse para todos o algunos de los socios una mayor responsabilidad o prestaciones accesorias o garantías suplementarias, expresándose su naturaleza, cuantía, duración y modalidades.” Código de Comercio.


� “Así mismo, las empresas unipersonales estarán sujetas, en lo pertinente a la inspección, vigilancia o control de la Superintendencia de Sociedades, en los casos que determine el Presidente de la República.” Inciso segundo del artículo 80 de la Ley 222 de 1995.


� “ART. 86.—Otras funciones. Además la Superintendencia de Sociedades cumplirá las siguientes funciones:


(…) 7. Autorizar la disminución del capital en cualquier sociedad, cuando la operación implique un efectivo reembolso de aportes. (…)” ley 222 de 1995.


� “ART. 7º—Continuidad. Los recursos y hechos económicos deben contabilizarse y revelarse teniendo en cuenta si el ente económico continuará o no funcionando normalmente en períodos futuros. En caso de que el ente económico no vaya a continuar en marcha, la información contable así deberá expresarlo.


Al evaluar la continuidad de un ente económico debe tenerse en cuenta que asuntos tales como los que se señalan a continuación, pueden indicar que el ente económico no continuará funcionando normalmente:


1.  Tendencias negativas (pérdidas recurrentes, deficiencias de capital de trabajo, flujos de efectivo negativos).


2.  Indicios de posibles dificultades financieras (incumplimiento de obligaciones, problemas de acceso al crédito, refinanciaciones, venta de activos importantes).


3.  Otras situaciones internas o externas (restricciones jurídicas a la posibilidad de operar, huelgas, catástrofes naturales).


PAR.--Adicionado. D. 2337/95, art. 1º. La aplicación del valor de realización o de mercado definido en el artículo 10 del presente decreto, como criterio de medición no constituye por sí mismo un indicador de pérdida de la continuidad del ente económico.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “ART. 375.—El capital de la sociedad anónima se dividirá en acciones de igual valor que se representarán en títulos negociables.” Código de Comercio.


� Véase José Ignacio Narváez garcía, Sociedades por Cuotas o por Partes de Interés, Ediciones Doctrina y Ley, Santa Fe de Bogotá, 1995, páginas 5 y 6.


� “Valor intrínseco (Intrinsic value) Es el valor que debería tener un activo financiero desde el punto de vista de un inversor. Generalmente se calcula considerando el potencial de obtención de beneficios de dicho activo. El análisis fundamental supone que, a medio o largo plazo, el valor de mercado de una acción tenderá a acercarse a su valor intrínseco por lo que basa sus decisiones de compra o venta en la existencia de discrepancia entre ambos valores.” Francisco Mochón Morcillo y Rafael Isidro Aparicio,  Diccionario de términos financieros y de inversión,  McGraw-Hill, España, 1995, página 331.


� Véase Jeaneth Vargas Amaya, La Empresa Unipersonal, en Cámara de Comercio de Bogotá y  Colegio de Abogados Comercialistas, La reforma al Código de Comercio, Ley 222 de 1995, Cámara de Comercio de Bogotá, Santa fe de Bogotá, 1996, página 192.


� Véase Enrique Gaviria Gutiérrez, Nuevo Régimen de Sociedades, Comentario General,  Editorial Dike, Medellín, 1996, página 58.


� “ART. 361.—La sociedad llevará un libro de registro de socios, registrado en la cámara de comercio, en el que se anotarán el nombre, nacionalidad, domicilio, documento de identificación y número de cuotas que cada uno posea, así como los embargos, gravámenes, y cesiones que se hubieren efectuado, aun por vía de remate.” Código de Comercio.


� Véase Gabino Pinzón, Introducción al Derecho Comercial, Editorial Temis, Santa Fe de Bogotá, 1985, páginas 305 y 306.


� “Ubiquémonos en la empresa unipersonal, a efecto de determinar qué libros son compatibles con su propia naturaleza, que, aunque resulta de bulto ésta no es una sociedad comercial, si le son aplicables algunas de sus normas por remisión expresa del artículo 80 (alusivo a este tipo de actividades mercantiles) de la Ley 222 de 1995, el cual es del siguiente tenor: "En lo no previsto en esta ley, se aplicará a la empresa unipersonal en cuanto sean compatibles, las disposiciones relativas a las sociedades comerciales y, en especial, las que regulan la sociedad de responsabilidad limitada."


Concretándonos a su pregunta, observamos que una empresa unipersonal, como su nombre lo indica, y así lo dice la ley, pertenece a una sola persona (natural o jurídica), en la que la sana lógica nos lleva a concluir, que las determinaciones que se adopten no requieren de una consideración pluralista, por cuanto no son el resultado de un acuerdo o consenso entre dos personas o más, sino que es suficiente el querer del empresario, resultando ajena, por sustracción de materia, la existencia de un libro de actas de asamblea o junta de socios en este tipo de actividad mercantil.


Consideración semejante merece el libro de registro de socios, en el sentido de que en una empresa unipersonal, quien ejecuta los actos de comercio es una sola persona; no habiendo sociedad, tampoco habrá socios, pues este vocablo implica pluralidad, es decir, la unión de dos o más personas para la realización de una empresa, concluyéndose que la existencia de este libro tampoco aplica en este tipo de actividad mercantil.


En lo que respecta al libro de actas de la junta directiva, cabe señalar que siendo la junta directiva un órgano de consulta, nada se opone a que este tipo de empresa goce de su presencia, caso en el cual será necesaria la existencia de un libro en donde se lleve el registro de las reuniones.


Por último tenemos los libros de contabilidad, los cuales indiscutiblemente deben ser llevados por cualquier comerciante como se desprende del tenor del artículo 19 del Código de Comercio (ordinal 3º) el cual le impone la obligación a todo comerciante de llevar una contabilidad regular de sus negocios conforme a las prescripciones legales”. Oficio 54449, noviembre 25 de 1996.


� ART. 125.—Libros. Los estados financieros deben ser elaborados con fundamento en los libros en los cuales se hubieren asentado los comprobantes.


Los libros deben conformarse y diligenciarse en forma tal que se garantice su autenticidad e integridad. Cada libro, de acuerdo con el uso a que se destina, debe llevar una numeración sucesiva y continua. Las hojas y tarjetas deben ser codificadas por clase de libros.


Atendiendo las normas legales, la naturaleza del ente económico y a la de sus operaciones, se deben llevar los libros necesarios para:


(…) 3.  Determinar la propiedad del ente, el movimiento de los aportes de capital y las restricciones que pesen sobre ellos. (…)” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “ART. 76.—Cesión de cuotas. El titular de la empresa unipersonal, podrá ceder total o parcialmente las cuotas sociales a otras personas naturales o jurídicas, mediante documento escrito que se inscribirá en el registro mercantil correspondiente. A partir de este momento producirá efectos la cesión.


PAR.—Las cámaras de comercio se abstendrán de inscribir la correspondiente cesión cuando a la diligencia de registro no concurran el cedente y el cesionario, personalmente o a través de sus representantes o apoderados.”


� “ART. 52.—Al iniciar sus actividades comerciales y, por lo menos una vez al año, todo comerciante elaborará un inventario y un balance general que permitan conocer de manera clara y completa la situación de su patrimonio” Código de Comercio.


“ART. 25.—Balance inicial. Al comenzar sus actividades, todo ente económico debe elaborar un balance general que permita conocer de manera clara y completa la situación inicial de su patrimonio.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “ART. 81.—Conversión en empresa unipersonal. Cuando una sociedad se disuelva por la reducción del número de socios a uno, podrá, sin liquidarse, convertirse en empresa unipersonal, siempre que la decisión respectiva se solemnice mediante escritura pública y se inscriba en el registro mercantil dentro de los seis meses siguientes a la disolución. En este caso, la empresa unipersonal asumirá, sin solución de continuidad, los derechos y obligaciones de la sociedad disuelta.” Ley 222 de 1995.


� “ART. 37.—Patrimonio. El patrimonio es el valor residual de los activos del ente económico, después de deducir todos sus pasivos.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� Véase el artículo 66 del Decreto Reglamentario 2649 de 1993. Por su parte, el Decreto Reglamentario 2650 de 1993, con relación a la cuenta activa en la cual se registra el crédito mercantil (1605), señala que en ella se “Registra el valor adicional pagado en la compra de un ente económico activo, sobre el valor en libros o sobre el valor calculado o convenido de todos los activos netos comprados, por reconocimiento de atributos especiales tales como el buen nombre, personal idóneo, reputación de crédito privilegiado, prestigio por vender mejores productos y servicios y localización favorable.


También registra el crédito mercantil formado por el ente económico mediante la estimación de las futuras ganancias en exceso de lo normal, así como de la valorización anticipada de la potencialidad del negocio.”


� “ART. 30.—Efectos tributarios de la conformación de empresas unipersonales. Cuando un comerciante persona natural destine parte de sus activos a la realización de actividades mercantiles mediante la constitución de una empresa unipersonal, para efectos del impuesto sobre las ventas no se considerará que existe una transferencia de dominio respecto de los activos móviles involucrados.


La empresa unipersonal así conformada responderá solidariamente con el comerciante persona natural por todas las obligaciones tributarias de éste último, exigibles al momento de su constitución, como de las que se origine a su cargo con posterioridad, como consecuencia de los procesos de discusión, determinación oficial del tributo o aplicación de sanciones y de cobro, correspondientes a períodos anteriores a su constitución.” Decreto Reglamentario 3050 de 1997.


� “ART. 52.—Provisiones y contingencias. Se deben contabilizar provisiones para cubrir pasivos estimados, contingencias de pérdidas probables, así como para disminuir el valor, reexpresado si fuere el caso, de los activos, cuando sea necesario de acuerdo con las normas técnicas. Las provisiones deben ser justificadas, cuantificables y confiables.


Una contingencia es una condición, situación o conjunto de circunstancias existentes, que implican duda respecto a una posible ganancia o pérdida por parte de un ente económico, duda que se resolverá en último término cuando uno o más eventos futuros ocurran o dejen de ocurrir.


Las contingencias pueden ser probables, eventuales o remotas.


Son contingencias probables aquellas respecto de las cuales la información disponible, considerada en su conjunto, indica que es posible que ocurran los eventos futuros.


Son contingencias eventuales aquellas respecto de las cuales la información disponible, considerada en su conjunto, no permite predecir si los eventos futuros ocurrirán o dejarán de ocurrir.


Son contingencias remotas aquellas respecto de las cuales la información disponible, considerada en su conjunto, indica que es poco posible que ocurran los eventos futuros.


La calificación y cuantificación de las contingencias se debe ajustar al menos al cierre de cada período, cuando sea el caso con fundamento en el concepto de expertos.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “ART. 81.—Contingencias de pérdidas. Con sujeción a la norma básica de la prudencia, se deben reconocer las contingencias de pérdidas en la fecha en la cual se conozca información conforme a la cual su ocurrencia sea probable y puedan estimarse razonablemente. Tratándose de procesos judiciales o administrativos deben reconocerse las contingencias probables en la fecha de notificación del primer acto del proceso.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “ART. 110.—Registros en las cuentas de orden. En el registro de las cuentas de orden se deben observar las siguientes normas:


(... )2.  Se deben registrar bajo “cuentas de orden por responsabilidades contingentes” los compromisos o contratos que se relacionen con posibles obligaciones. (...)”. Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “ART. 115.—Norma general sobre revelaciones. En forma comparativa cuando sea el caso, los estados financieros deben revelar por separado como mínimo la naturaleza y cuantía de cada uno de los siguientes asuntos, preferiblemente en los respectivos cuadros para darles énfasis o subsidiariamente en notas:


(...) 18.  Otras contingencias eventuales o remotas. (...)” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “ART. 72.—Requisitos de formación. La empresa unipersonal se creará mediante documento escrito en el cual se expresará:


(...) 5. Una enunciación clara y completa de las actividades principales, a menos que se exprese que la empresa podrá realizar cualquier acto lícito de comercio. (...)” Ley 222 de 1995.


� “ART. 110.—La sociedad comercial se constituirá por escritura pública en la cual se expresará:


(... ) 4. El objeto social, esto es, la empresa o negocio de la sociedad, haciendo una enunciación clara y completa de las actividades principales. Será ineficaz la estipulación en virtud de la cual el objeto social se extienda a actividades enunciadas en forma indeterminada o que no tengan una relación directa con aquél. (...)” Código de Comercio.


� “ART. 115.—Norma general sobre revelaciones. En forma comparativa cuando sea el caso, los estados financieros deben revelar por separado como mínimo la naturaleza y cuantía de cada uno de los siguientes asuntos, preferiblemente en los respectivos cuadros para darles énfasis o subsidiariamente en notas:


1.  Ente económico. Nombre, descripción de la naturaleza, fecha de constitución, actividad económica y duración de la entidad reportante. (...)” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� Obsérvese que el Plan Unico de Cuentas contenido por el Decreto Reglamentario 2650 de 1993, prescribe la discriminación de los ingresos operacionales (Grupo 41) en cuentas que corresponden a la Clasificación Internacional Uniforme de Actividades (CIUU), es decir: (1) Agricultura, ganadería, caza y silvicultura, (2) Pesca, (3) Explotación de minas y canteras, (4) Industrias manufactureras, (5) Suministro de electricidad, gas y agua, (6) Construcción, (7) Comercio al por mayor y al por menor, (8) Hoteles y restaurantes, (9) Transporte, almacenamiento y comunicaciones, (10) Actividad financiera, (11) Actividades inmobiliarias, empresariales y de alquiler, (12) Enseñanza, (13) Servicios sociales y de salud, (14) Otras actividades de servicios comunitarios, sociales y personales.


� Considerando que la contaduría pública es una profesión liberal, el Consejo Técnico de la Contaduría Pública señaló: “ (…) el artículo 71 de la Ley 222 de 1995 crea la empresa unipersonal y mediante esta figura “una persona natural o jurídica que reúna las calidades requeridas para ejercer el comercio, podrá destinar parte de sus activos par la realización de una o varias actividades de carácter mercantil (El subrayado no está en el texto). Se desprende de este artículo que la empresa unipersonal es solo para comerciantes.


El artículo 23 del Código de Comercio define los actos que no son mercantiles y el ordinal 5º dice: “La prestación de servicios inherentes a las profesiones liberales””. Boletín 10, concepto 5, marzo de 1997.


Aprovechamos esta cita para señalar que la Junta Central de Contadores ha estimado que las empresas unipersonales no califican como sociedades de contadores públicos:


“ (…) De acuerdo con lo anterior, se ha determinado que una empresa unipersonal no es susceptible de inscribirse ante la Junta Central de Contadores, pues las sociedades de contadores definidas en el artículo 4º de la Ley 43 de 1990, hacen referencia a una pluralidad de personas denominadas socios que deben contar con un mínimo porcentual del 80% para denominarse como tales; aunado al hecho que las empresas unipersonales fueron concebidas con el objetivo de que ejercieran la actividad mercantil y como lo hemos anotado las profesiones liberales no se consideran mercantiles.


El contador puede constituir una empresa unipersonal, puede ejercer la revisoría fiscal, pero no constituirse como sociedad de contadores públicos (…)” Concepto  206, febrero 10 de 1997.


� “ART. 75.—Prohibiciones. En ningún caso el empresario podrá directamente o por interpuesta persona retirar para sí o para un tercero, cualquier clase de bienes pertenecientes a la empresa unipersonal, salvo que se trate de utilidades debidamente justificadas.


El titular de la empresa unipersonal no puede contratar con ésta, ni tampoco podrán hacerlo entre sí empresas unipersonales constituidas por el mismo titular. Tales actos serán ineficaces de pleno derecho.” Ley 222 de 1995.


� “ (…) La Sala tiene en cuenta que la finalidad primordial de la contabilidad, según los términos usados por el Código de Comercio, es la de suministrar una historia clara, completa y fidedigna de los negocios del comerciante. Pero por ``negoció' ha de entenderse no sólo el que se realice y perfeccione con todos los requisitos legales como es lo ideal, sino que también deben quedar registrados los que se ejecutan en realidad mediante traslación de bienes y dinero, así sea sin ceñirse a la formalidad propia del respectivo contrato o figura jurídica a que correspondan. La contabilidad no puede limitarse a registrar solamente los negocios jurídicamente perfectos, pues si así fuera, el contador sería una especie de censor jurídico, calidad ésta que en parte alguna se le ha asignado; además tal exigencia se traduciría en la imposibilidad de consignar las operaciones que en ocasiones una empresa realiza injurídicamente, es decir, inclusive en contra de una clara prohibición legal y no por ello puede dejar de registrarse en la contabilidad, obviamente sin perjuicio de la responsabilidad que les cabe a los administradores. (…)” Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, Expediente 0203, noviembre 1° de 1991, ponente Doctor Jaime Abella Zárate.


� “(…) La remisión a las normas de la sociedad de responsabilidad limitada que realiza el artículo 80 de la Ley 222 de 1995, se refiere básicamente a aspectos relacionados con el funcionamiento de las sociedades unipersonales y sólo en cuanto sean compatibles con ellas.


De otra parte, la Resolución 400 de 1995 regula integralmente el régimen de los bonos, siendo justamente esta resolución la que dispone en su artículo 1.2.4.1 qué entidades se encuentran con capacidad para emitir bonos.


Así las cosas, considerando que de manera taxativa se encuentra regulado por la precitada norma de carácter especial el tema referente a las entidades con capacidad para emitir bonos, resulta evidente, colegir que las sociedades unipersonales no pueden emitir esta clase de títulos, bajo el entendido de que una norma de carácter especial, como lo es el señalado artículo, prima sobre la norma general (…)”. Concepto 9714556-2, octubre 7de 1997.


� “PAR.—Para efectos impositivos, a las empresas unipersonales de que trata el Código de Comercio, se les aplicará el régimen previsto en el estatuto tributario para las sociedades de responsabilidad limitada.” Véase el artículo 18 del Estatuto Tributario, modificado por el artículo 61 de la Ley 223 de 1995.


� “ART. 8º—Base gravable en la inscripción de contratos de constitución o reforma de sociedades y otros actos. Para los actos, contratos o negocios jurídicos que se relacionan a continuación, el impuesto de registro se liquidará así:


a) En la inscripción del documento de constitución de sociedades anónimas e instituciones financieras y sus asimiladas, el impuesto se liquidará sobre el valor del capital suscrito. Si se trata de constitución de sociedades limitadas o asimiladas o de empresas unipersonales, el impuesto se liquidará sobre el valor del capital social o del patrimonio asignado, en cada caso.


Cuando se trate de la inscripción de escrituras de constitución o reformas de sociedades y la sociedad tenga una o más sucursales en jurisdicción de diferentes departamentos, el impuesto se liquidará y recaudará en el departamento donde esté el domicilio principal. La copia o fotocopia auténtica del recibo expedido por la entidad recaudadora, que acredita el pago del impuesto, se anexará a las solicitudes de inscripción en el registro, que por ley deban realizarse en jurisdicción de otros departamentos.


En caso del simple cambio de jurisdicción sobre hechos gravables que ya cumplieron con el pago del impuesto de registro, no habrá lugar a un nuevo pago;


b) En la inscripción del documento sobre aumento del capital suscrito o de aumento de capital social, el impuesto se liquidará sobre el valor del respectivo aumento de capital;


c) En el caso de inscripción de documentos de constitución de sociedades, instituciones financieras y sus asimiladas, en los cuales participen entidades públicas y particulares, el impuesto se liquidará sobre la proporción del capital suscrito o del capital social, según el caso, que corresponda a los particulares. Cuando se trate de inscripción de documentos de aumento de capital suscrito o aumento de capital social, la base gravable está constituida por el valor del respectivo aumento, en la proporción que corresponda a los particulares.


Para efectos de determinar correctamente la base gravable, deberá acreditarse por el solicitante, ante la respectiva cámara de comercio, oficina de registro de instrumentos públicos o departamento, según el caso, el porcentaje de capital suscrito o social, o el porcentaje del aumento de capital suscrito o social, que corresponda tanto a la entidad o entidades públicas como a los particulares, mediante certificación suscrita por el revisor fiscal o por el representante legal;


d) En la inscripción de documentos de cesión de cuotas o partes de interés, la base gravable está constituida por el ciento por ciento (100%) del valor de la cesión. Cuando la cesión se haga entre una entidad pública y un particular, el impuesto se liquidará sobre el cincuenta por ciento (50%) del valor de la cesión y estará a cargo del particular. Cuando la cesión se efectúe entre entidades públicas, la inscripción estará excluida del impuesto de registro;


e) En la inscripción de actos o contratos relativos a la escisión, fusión y transformación de sociedades en las que se produzca aumento de capital o cesión de cuotas o partes de interés, la tarifa del impuesto se aplicará sobre el respectivo aumento de capital o el valor de la respectiva cesión según el caso;


f) Respecto de la inscripción de providencias judiciales o administrativas que incorporen un derecho apreciable pecuniariamente en favor de una o varias personas, tales como las providencias de remate y adjudicación de bienes, la tarifa del impuesto se aplicará sobre el valor del remate o adjudicación del bien. Para tal efecto, el interesado adjuntará a la providencia, el acta aprobatoria del remate y la providencia aprobatoria del mismo;


g) En la inscripción de la venta con reserva de dominio y, en los contratos accesorios de hipoteca y de prenda cerrada sin tenencia, el impuesto se liquidará sobre el valor del contrato principal cuando éste se encuentre sujeto a registro y el contrato accesorio se haga constar conjuntamente con el principal. Si el contrato principal no está sujeto a registro, el impuesto se liquidará sobre el valor garantizado.


Cuando los bienes muebles materia de la prenda o de la reserva de dominio, estén ubicados en la jurisdicción de diferentes departamentos, la liquidación y pago del impuesto se efectuará en el departamento del domicilio principal del deudor. La copia o fotocopia autenticada del recibo expedido por la entidad recaudadora, que acredita el pago del impuesto, se anexará a las solicitudes de inscripción que por ley deban realizarse en jurisdicción de otros departamentos;


h) En el registro de actos que transfieran la propiedad sobre inmuebles o sobre establecimientos de comercio, actos de apertura de sucursales de sociedades extranjeras, liquidaciones de sociedades conyugales y aumentos de capital asignado, el impuesto se liquidará sobre el valor del acto o contrato, el valor del capital asignado, o el aumento o incremento de capital, según corresponda. En el caso de los inmuebles, la base gravable para la liquidación del impuesto no podrá ser inferior al avalúo catastral, el autoavalúo, el valor del remate o de la adjudicación, según el caso;


i) A las empresas asociativas de trabajo se les aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto para las sociedades y la base gravable estará constituida por los aportes de capital, y


j) A las empresas unipersonales se les aplicará, en lo pertinente, lo dispuesto para las sociedades de responsabilidad limitada.”  Decreto Reglamentario 650 de 1996.


� Decreto Reglamentario 3050 de 1997, artículo 30, atrás transcrito.


� “ART. 28.—Empresas unipersonales responsables del impuesto sobre las ventas. Las empresas unipersonales legalmente establecidas de conformidad con lo dispuesto en los artículos 71 y siguientes de la Ley 222 de 1995, son responsables del impuesto sobre las ventas que se cause en sus operaciones.”  Decreto Reglamentario 380 de 1996.


� “PAR.—Las personas naturales que vayan a solicitar la autorización automática del software aplicativo de facturación o sistemas POS, (bien sea para uso exclusivo) o con fines de comercializarlo, deberán constituirse como empresa unipersonal, en la forma señalada por el Código de Comercio (L. 222/95), debiendo cumplir con los demás requisitos exigidos en este artículo.” Véase artículo 7° de la Resolución 2002 de 1997. NOTA: La frase entre paréntesis fue derogada expresamente por la Resolución 3391 de 1997, artículo 13.


� “ART. 9º—Período. El ente económico debe preparar y difundir periódicamente estados financieros, durante su existencia.


Los cortes respectivos deben definirse previamente, de acuerdo con las normas legales y en consideración al ciclo de las operaciones.


Por lo menos una vez al año, con corte al 31 de diciembre, el ente económico debe emitir estados financieros de propósito general.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “ART. 21.—Estados financieros de propósito general. Son estados financieros de propósito general aquellos que se preparan al cierre de un período para ser conocidos por usuarios indeterminados, con el ánimo principal de satisfacer el interés común del público en evaluar la capacidad de un ente económico para generar flujos favorables de fondos. Se deben caracterizar por su concisión, claridad, neutralidad y fácil consulta.


Son estados financieros de propósito general, los estados financieros básicos y los estados financieros consolidados.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “ART. 34.—Obligación de preparar y difundir estados financieros. A fin de cada ejercicio social y por lo menos una vez al año, el 31 de diciembre, las sociedades deberán cortar sus cuentas y preparar y difundir estados financieros de propósito general, debidamente certificados. Tales estados se difundirán junto con la opinión profesional correspondiente, si ésta existiere.


El Gobierno Nacional podrá establecer casos en los cuales, en atención al volumen de los activos o de ingresos sea admisible la preparación y difusión de estados financieros de propósito general abreviados.


Las entidades gubernamentales que ejerzan inspección, vigilancia o control, podrán exigir la preparación y difusión de estados financieros de períodos intermedios. Estos estados serán idóneos para todos los efectos, salvo para la distribución de utilidades.” Ley 222 de 1995.


� “ART. 22.—Estados financieros básicos. Son estados financieros básicos:


1. El balance general.


2. El estado de resultados.


3. El estado de cambios en el patrimonio.


4. El estado de cambios en la situación financiera.


5. El estado de flujos de efectivo.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “ART. 114.—Notas a los estados financieros. Las notas, como presentación de las prácticas contables y revelación de la empresa, son parte integral de todos y cada uno de los estados financieros. Las mismas deben prepararse por los administradores, con sujeción a las siguientes reglas:


1.  Cada nota debe aparecer identificada mediante números o letras y debidamente titulada, con el fin de facilitar su lectura y su cruce con los estados financieros respectivos.


2.  Cuando sea práctico y significativo, las notas se deben referenciar adecuadamente en el cuerpo de los estados financieros.


3.  Las notas iniciales deben identificar el ente económico, resumir sus políticas y prácticas contables y los asuntos de importancia relativa.


4.  Las notas deben ser presentadas en una secuencia lógica, guardando en cuanto sea posible el mismo orden de los rubros de los estados financieros.


Las notas no son un sustituto del adecuado tratamiento contable en los estados financieros”. Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


“ART. 36.—Notas a los estados financieros y normas de preparación. Los estados financieros estarán acompañados de sus notas, con las cuales conforman un todo indivisible. Los estados financieros y sus notas se prepararán y presentarán conforme a los principios de contabilidad generalmente aceptados”. Ley 222 de 1995.


� “ART. 151.—No podrá distribuirse suma alguna por concepto de utilidades si éstas no se hallan justificadas por balances reales y fidedignos. Las sumas distribuidas en contravención a este artículo no podrán repetirse contra los asociados de buena fe; pero no serán repartibles las utilidades de los ejercicios siguientes, mientras no se absorba o reponga lo distribuido en dicha forma.


Tampoco podrán distribuirse utilidades mientras no se hayan enjugado las pérdidas de ejercicios anteriores que afecten el capital.


PAR.—Para todos los efectos legales se entenderá que las pérdidas afectan el capital cuando a consecuencia de las mismas se reduzca el patrimonio neto por debajo del monto de dicho capital.” Código de Comercio.


� “ART. 78.—Justificación de utilidades. Las utilidades se justificarán en estados financieros elaborados de acuerdo con los principios de contabilidad generalmente aceptados y dictaminados por un contador público independiente.” Ley 222 de 1995.


� “ART. 38.—Estados financieros dictaminados. Son dictaminados aquellos estados financieros certificados que se acompañen de la opinión profesional del revisor fiscal o, a falta de éste, del contador público independiente que los hubiere examinado de conformidad con las normas de auditoría generalmente aceptadas.


Estos estados deben ser suscritos por dicho profesional, anteponiendo la expresión "ver la opinión adjunta" u otra similar. El sentido y alcance de su firma será el que se indique en el dictamen correspondiente, (que contendrá como mínimo las manifestaciones exigidas por el reglamento)*.


Cuando los estados financieros se presenten conjuntamente con el informe de gestión de los administradores, el revisor fiscal o contador público independiente deberá incluir en su informe su opinión sobre si entre aquéllos y éstos existe la debida concordancia.” Ley 222 de 1995. *NOTA: El texto encerrado entre paréntesis en el inciso segundo fue declarado inexequible por la Corte Constitucional, mediante sentencia C-290 de junio 16 de 1997.


� “ART. 7º—De las normas de auditoría generalmente aceptadas. Las normas de auditoría generalmente aceptadas, se relacionan con las cualidades profesionales del contador público, con el empleo de su buen juicio en la ejecución de su examen y en su informe referente al mismo. Las normas de auditoría son las siguientes:


1.  Normas personales


a)  El examen debe ser ejecutado por personas que tengan entrenamiento adecuado y estén habilitadas legalmente para ejercer la contaduría pública en Colombia;


b)  El contador público debe tener independencia mental en todo lo relacionado con su trabajo, para garantizar la imparcialidad y objetividad de sus juicios, y


c)  En la ejecución de su examen y en la preparación de sus informes, debe proceder con diligencia profesional.


2.  Normas relativas a la ejecución del trabajo


a)  El trabajo debe ser técnicamente planeado y debe ejercerse una supervisión apropiada sobre los asistentes, si los hubiere;


b)  Debe hacerse un apropiado estudio y una evaluación del sistema del control interno existente, de manera que se pueda confiar en él como base para la determinación de la extensión y oportunidad de los procedimientos de auditoría, y


c)  Debe obtenerse evidencia válida y suficiente por medio del análisis, inspección, observación, interrogación, confirmación y otros procedimientos de auditoría, con el propósito de allegar bases razonables para el otorgamiento de un dictamen sobre los estados financieros sujetos a la revisión.


3.  Normas relativas a la rendición de informes


a)  Siempre que el nombre de un contador público sea asociado con estados financieros, deberá expresar de manera clara e inequívoca la naturaleza de su relación con tales estados. Si practicó un examen de ellos, el contador público deberá expresar claramente el carácter de su examen, su alcance y su dictamen profesional sobre lo razonable de la información contenida en dichos estados financieros;


b)  El informe debe contener indicación sobre si los estados financieros están presentados de acuerdo con los principios de contabilidad generalmente aceptados en Colombia;


c)  El informe debe contener indicación sobre si tales principios han sido aplicados de manera uniforme en el período corriente en relación con el período anterior;


d)  Cuando el contador público considere necesario expresar salvedades sobre alguna de las afirmaciones genéricas de su informe y dictamen, deberá expresarlas de manera clara e inequívoca, indicando a cuál de tales afirmaciones se refiere y los motivos e importancia de la salvedad en relación con los estados financieros tomados en conjunto, y


e)  Cuando el contador público considere no estar en condiciones de expresar un dictamen sobre los estados financieros tomados en conjunto deberá manifestarlo explícita y claramente.


PAR.—Cuando fuere necesario el Consejo Técnico de la Contaduría Pública, complementará y actualizará las normas de auditoría de aceptación general, de acuerdo con las funciones señaladas para este organismo en la presente ley.” Ley 43 de 1990.


� “ART. 37.—Estados financieros certificados. El representante legal y el contador público bajo cuya responsabilidad se hubiesen preparado los estados financieros deberán certificar aquellos que se pongan a disposición de los asociados o de terceros. La certificación consiste en declarar que se han verificado previamente las afirmaciones contenidas en ellos, conforme al reglamento, y que las mismas se han tomado fielmente de los libros.” Ley 222 de 1995.


� “ART. 57.—Verificación de las afirmaciones. Antes de emitir estados financieros, la administración del ente económico debe cerciorarse que se cumplen satisfactoriamente las afirmaciones, explícitas e implícitas, en cada uno de sus elementos.


Las afirmaciones que se derivan de las normas básicas y de las normas técnicas, son las siguientes:


Existencia. Los activos y pasivos del ente económico existen en la fecha de corte y las transacciones registradas se han realizado durante el período.


Integridad. Todos los hechos económicos realizados han sido reconocidos.


Derechos y obligaciones. Los activos representan probables beneficios económicos futuros (derechos) y los pasivos representan probables sacrificios económicos futuros (obligaciones), obtenidos o a cargo del ente económico en la fecha de corte.


Valuación. Todos los elementos han sido reconocidos por los importes apropiados.


Presentación y revelación. Los hechos económicos han sido correctamente clasificados, descritos y revelados.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� Como puede verse en el artículo 34 de la Ley 222 de 1995, atrás transcrito, no se pueden distribuir utilidades con base en estados financieros de períodos intermedios.


� “ (…) 550.  DIVERSAS FORMAS DE RENDIR EL CONTADOR PÚBLICO INDEPENDIENTE SU DICTAMEN


14.  A continuación se presentan diversas formas en que el contador público puede rendir su dictamen según las circunstancias:


a)  Limpio o sin salvedades;


b)  Con excepciones;


c)  Negativo u opinión adversa, y


d)  Denegación de dictamen o abstención de opinión.


15.  Dictamen limpio. Un dictamen limpio, declara que los estados financieros presentan razonablemente en todos los aspectos significativos, la situación financiera, los cambios en el patrimonio, los resultados de operaciones y los cambios en la situación financiera de la entidad, de conformidad con principios de contabilidad generalmente aceptados. Esta es la opinión que se expresa en el informe estándar antes descrito.


16.  Dictamen con salvedades. Un dictamen con excepciones, declara que a excepción del asunto(s) a los que éste se refiere, los estados financieros presentan razonablemente en todos los aspectos importantes, la situación financiera, los cambios en el patrimonio, los resultados de operación y los cambios en la situación financiera de la entidad, de conformidad con los principios de contabilidad generalmente aceptados.


17.  Dictamen negativo u opinión adversa. Un dictamen negativo u opinión adversa, declara que los estados financieros no presentan una situación financiera razonable, ni los resultados de operación, ni los cambios en el patrimonio, ni los cambios en la situación financiera de la entidad, de conformidad con los principios de contabilidad generalmente aceptados.


18.  Abstención de opinión. Una abstención de opinión, declara que el contador público no expresa una opinión sobre los estados financieros.


19.  Las condiciones que originan dictámenes con salvedades, entre otras, son las siguientes:


— El alcance del examen no incluyó uno o más procedimientos de auditoría considerados necesarios de acuerdo con las circunstancias.


— Los estados financieros no están de conformidad con los principios de contabilidad generalmente aceptados o no se han incluido todas las exposiciones necesarias para una presentación razonable.


— Los estados financieros están preparados sobre una base no uniforme con la del año o años anteriores.


20.  Existen cuatro clases de dictamen con salvedades “excepto por” “con sujeción a” “adversos” y “denegación”.


21.  Una clase de salvedad en particular depende de las modificaciones que existen y de su importancia relativa. La importancia relativa no sólo determina cuándo debe hacerse una salvedad sino también la clase de salvedad, o sea, si debe usarse una de “excepto por”, un dictamen adverso o una denegación de dictamen o si es apropiado “con sujeción a”.


22.  Salvedades de “excepto por”. Deben usarse salvedades de “excepto por” cuando el alcance del dictamen ha sido restringido, los estados financieros no se presentan de conformidad con los principios de contabilidad generalmente aceptados, las exposiciones son inadecuadas o los principios de contabilidad han sido aplicados sobre bases que no guardan uniformidad con las del año o años precedentes; a menos que el asunto sea tan importante y generalizado que se requiera un dictamen adverso o una denegación de dictamen.


23.  Salvedades de “con sujeción a”. Las salvedades “con sujeción a” deben usarse para incertidumbres contables que no se resuelven a la fecha del informe del contador público; a menos que el efecto posible sea tan significativo y generalizado que se requiera de una denegación.


24.  Dictámenes negativos u opiniones adversas. Los dictámenes adversos se utilizan cuando los efectos de las desviaciones de los principios de contabilidad generalmente aceptados son tan importantes y generalizados que un dictamen con “excepto por” no sería apropiado. Antes de rendir una opinión adversa, debe hacerse lo posible por persuadir al cliente a que ajuste sus estados financieros.


25.  Denegación de dictamen o abstención de opinión. Debe expresarse una denegación de dictamen o abstención de opinión, cuando la importancia potencial de las limitaciones en el alcance, o en los casos donde las incertidumbres son tan importantes y generalizadas que no es apropiado un dictamen con excepciones.


26.  Cuando se emite una denegación de dictamen o un dictamen adverso, no es apropiado dar un dictamen “fragmentario” sobre ciertos elementos de los estados financieros.(…)” Pronunciamiento número 6 de 1994, Consejo Técnico de la Contaduría Pública.


� “ART. 17.—Prudencia. Cuando quiera que existan dificultades para medir de manera confiable y verificable un hecho económico realizado, se debe optar por registrar la alternativa que tenga menos probabilidades de sobrestimar los activos y los ingresos, o de subestimar los pasivos y los gastos.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “ART. 185.—Salvo los casos de representación legal, los administradores y empleados de la sociedad no podrán representar en las reuniones de la asamblea o junta de socios acciones distintas de las propias, mientras estén en ejercicio de sus cargos, ni sustituir los poderes que se les confieran.


Tampoco podrán votar los balances y cuentas de fin de ejercicio ni las de la liquidación.” Código de Comercio.


� “ART. 371.—La sociedad formará una reserva legal, con sujeción a las reglas establecidas para la anónima. Estas mismas reglas se observarán en cuanto a los balances de fin de ejercicio y al reparto de utilidades.” Código de Comercio.


� “ART. 122.—Estados financieros consolidados. El ente económico que posea más del 50% del capital de otros entes económicos, debe presentar junto con sus estados financieros básicos, los estados financieros consolidados, acompañados de sus respectivas notas.


No se consolidan aquellos subordinados que:


1.  Su control por parte del ente matriz sea impedido o evitado de alguna forma, o


2.  El control sea temporal.


Los entes no consolidados deberán ser objeto de revelación.


La consolidación debe efectuarse con base en estados financieros cortados a una misma fecha. Si ello no es posible, se podrán utilizar estados con una antigüedad no mayor de tres meses.


Al prepararse una consolidación contable se tendrá en cuenta como principios fundamentales que un ente económico no puede poseerse ni deberse a sí mismo, ni puede realizar utilidades o excedentes o pérdidas por operaciones efectuadas consigo mismo.


Debe revelarse separadamente el interés minoritario en entes subordinados y clasificarlo inmediatamente antes de la sección de patrimonio.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “ART. 35.—Estados financieros consolidados. La matriz o controlante, además de preparar y presentar estados financieros de propósito general individuales, deben preparar y difundir estados financieros de propósito general consolidados, que presenten la situación financiera, los resultados de las operaciones, los cambios en el patrimonio, así como los flujos de efectivo de la matriz o controlante y sus subordinados o dominados, como si fuesen los de un solo ente.


Los estados financieros de propósito general consolidados deben ser sometidos a consideración de quien sea competente, para su aprobación o improbación.


Las inversiones en subordinadas deben contabilizarse en los libros de la matriz o controlante por el método de participación patrimonial.” Ley 222 de 1995.


� “PAR.—Cuando se utilice la empresa unipersonal en fraude a la ley o en perjuicio de terceros, el titular de las cuotas de capital y los administradores que hubieren realizado, participado o facilitado los actos defraudatorios, responderán solidariamente por las obligaciones nacidas de tales actos y por los perjuicios causados.” Artículo 71, Ley 222 de 1995.


� “ART. 1579.—El deudor solidario que ha pagado la deuda o la ha extinguido por alguno de los medios equivalentes al pago, queda subrogado en la acción del acreedor con todos sus privilegios y seguridades, pero limitada respecto de cada uno de los codeudores a la parte o cuota que tenga este codeudor en la deuda.


Si el negocio para el cual ha sido contraída la obligación solidaria, concernía solamente a alguno o algunos de los deudores solidarios, serán estos responsables entre sí, según las partes o cuotas que le correspondan en la deuda, y los otros codeudores serán considerados como fiadores.


La parte o cuota del codeudor insolvente se reparte entre todos los otros a prorrata de las suyas, comprendidos aun aquellos a quienes el acreedor haya exonerado de la solidaridad.” Código Civil


� “ART. 73.—Responsabilidad de los administradores. La responsabilidad de los administradores será la prevista en el régimen general de sociedades.” Ley 222 de 1995.


� “Los administradores responderán solidaria e ilimitadamente de los perjuicios que por dolo o culpa ocasionen a la sociedad, a los socios o a terceros.


No estarán sujetos a dicha responsabilidad, quienes no hayan tenido conocimiento de la acción u omisión o hayan votado en contra, siempre y cuando no la ejecuten.


En los casos de incumplimiento o extraliminación de sus funciones, violación de la ley o de los estatutos, se presumirá la culpa del administrador.


De igual manera se presumirá la culpa cuando los administradores hayan propuesto o ejecutado la decisión sobre distribución de utilidades en contravención a lo prescrito en el artículo 151 del Código de Comercio y demás normas sobre la materia. En estos casos el administrador responderá por las sumas dejadas de repartir o distribuidas en exceso y por los perjuicios a que haya lugar.


Si el administrador es persona jurídica, la responsabilidad respectiva será de ella y de quien actúe como su representante legal.


Se tendrán por no escritas las cláusulas del contrato social que tiendan a absolver a los administradores de las responsabilidades antedichas o a limitarlas al importe de las cauciones que hayan prestado para ejercer sus cargos.” Artículo 200 del Código de Comercio, tal como quedó luego de ser reformado por el artículo 24 de la Ley 222 de 1995.


� “ART. 115.—Norma general sobre revelaciones. En forma comparativa cuando sea el caso, los estados financieros deben revelar por separado como mínimo la naturaleza y cuantía de cada uno de los siguientes asuntos, preferiblemente en los respectivos cuadros para darles énfasis o subsidiariamente en notas:


1.  Ente económico. Nombre, descripción de la naturaleza, fecha de constitución, actividad económica y duración de la entidad reportante. (…)” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “La empresa unipersonal, una vez inscrita en el registro mercantil, forma una persona jurídica.” Inciso segundo del artículo 71 de la ley 222 de 1995.


� “ART. 72.—Requisitos de formación. La empresa unipersonal se creará mediante documento escrito en el cual se expresará:


(…) 4. El término de duración, si éste no fuere indefinido. (…)” Ley 222 de 1995.


� “ART. 77.—Conversión a sociedad. Cuando por virtud de la cesión o por cualquier otro acto jurídico, la empresa llegare a pertenecer a dos o más personas, deberá convertirse en sociedad comercial para lo cual, dentro de los seis meses siguientes a la inscripción de aquélla en el registro mercantil se elaborarán los estatutos sociales de acuerdo con la forma de sociedad adoptada. Éstos deberán elevarse a escritura pública que se otorgará por todos los socios e inscribirse en el registro mercantil. La nueva sociedad asumirá, sin solución de continuidad, los derechos y obligaciones de la empresa unipersonal.


Transcurrido dicho término sin que se cumplan las formalidades aludidas, quedará disuelta de pleno derecho y deberá liquidarse.” Ley 222 de 1995.


� “ART. 79.—Terminación de la empresa. La empresa unipersonal se disolverá en los siguientes casos:


1. Por voluntad del titular de la empresa.


2. Por vencimiento del término previsto, si lo hubiere, a menos que fuere prorrogado mediante documento inscrito en el registro mercantil antes de su expiración.


3. Por muerte del constituyente cuando así se haya estipulado expresamente en el acto de constitución de la empresa unipersonal o en sus reformas.


4. Por imposibilidad de desarrollar las actividades previstas.


5. Por orden de autoridad competente.


6. Por pérdidas que reduzcan el patrimonio de la empresa en más del cincuenta por ciento.


7. Por la iniciación del trámite de liquidación obligatoria.


En el caso previsto en el numeral segundo anterior, la disolución se producirá de pleno derecho a partir de la fecha de expiración del término de duración, sin necesidad de formalidades especiales. En los demás casos, la disolución se hará constar en documento privado que se inscribirá en el registro mercantil correspondiente.


No obstante, podrá evitarse la disolución de la empresa adoptándose las medidas que sean del caso según la causal ocurrida, siempre que se haga dentro de los seis meses siguientes a la ocurrencia de la causal.


La liquidación del patrimonio se realizará conforme al procedimiento señalado para la liquidación de las sociedades de responsabilidad limitada. Actuará como liquidador el empresario mismo o una persona designada por éste o por la Superintendencia de Sociedades, a solicitud de cualquier acreedor.”


� “ART. 115.—Norma general sobre revelaciones. En forma comparativa cuando sea el caso, los estados financieros deben revelar por separado como mínimo la naturaleza y cuantía de cada uno de los siguientes asuntos, preferiblemente en los respectivos cuadros para darles énfasis o subsidiariamente en notas:


(…) 16.  Factores, tales como operación a pérdida o imposibilidad de obtener recursos o ingresos suficientes, que hagan incierta la continuidad de las operaciones, describiendo sus posibles consecuencias, las circunstancias mitigantes y los planes de la administración para enervar esas situaciones. (…)” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “ART. 112.—Contabilidad de las empresas en liquidación. Los activos y pasivos de las empresas en liquidación se deben valuar a su valor neto realizable.


No es apropiado asignar el costo de los activos a través de su depreciación, agotamiento o amortización. Tampoco es apropiado diferir ingresos, gastos, cargos e impuestos.


Deben registrarse por separado los activos que deban ser devueltos en especie a los propietarios del ente y clasificar los pasivos según su orden de prelación legal.


En el momento en que conforme a la ley o al contrato sea obligatoria la liquidación de un ente económico, se deben reconocer todas las contingencias de pérdida que se deriven de la nueva situación. Cuando la ley así lo ordene se deben reconocer con cargo a las cuentas de resultado, en adición a las contingencias probables, las eventuales o remotas.


Por regla general no es admisible el reconocimiento de hechos económicos con base en estimaciones estadísticas.


Debe crearse un fondo para atender los gastos de conservación, reproducción, guarda y destrucción de libros y papeles del ente económico.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “ART. 370.—Además de las causales generales de disolución, la sociedad de responsabilidad limitada se disolverá cuando ocurran pérdidas que reduzcan el capital por debajo del cincuenta por ciento o cuando el número de socios exceda de veinticinco.” Código de Comercio.


� “ART. 56.—Asientos. Con fundamento en comprobantes debidamente soportados, los hechos económicos se deben registrar en libros, en idioma castellano, por el sistema de partida doble.


Pueden registrarse varias operaciones homogéneas en forma global, siempre que su resumen no supere las operaciones de un mes.


Las operaciones deben registrarse cronológicamente. Sin perjuicio de lo dispuesto en normas especiales, los asientos respectivos deben hacerse en los libros a más tardar en el mes siguiente a aquel en el cual las operaciones se hubieren realizado.


Dentro del término previsto en el inciso anterior, se deben resumir los movimientos débito y crédito de cada cuenta y establecer su saldo.


Cualquier error u omisión se debe salvar con un nuevo asiento en la fecha en que se advirtiere.” Decreto Reglamentario 2649 de 1993.


� “Las entidades gubernamentales que ejerzan inspección, vigilancia o control, podrán exigir la preparación y difusión de estados financieros de períodos intermedios. Estos estados serán idóneos para todos los efectos, salvo para la distribución de utilidades.” Inciso tercero del artículo 34 de la Ley 222 de 1995.


� “Así mismo, las empresas unipersonales estarán sujetas, en lo pertinente a la inspección, vigilancia o control de la Superintendencia de Sociedades, en los casos que determine el Presidente de la República.” Inciso segundo del artículo 80 de la Ley 222 de 1995.


� “ART. 5º—Quedarán sujetas a la vigilancia de la Superintendencia de Sociedades las empresas unipersonales pertenecientes a empresarios sometidos a la vigilancia de cualquier superintendencia, así como las que se encuentren incursas en cualquiera de las causales indicadas en los literales a) y b) del artículo 1º del presente decreto.” 


“ART. 1º—Quedarán sometidas a la vigilancia de la Superintendencia de Sociedades, las sociedades mercantiles que a 31 de diciembre de 1997, o al cierre de los ejercicios sociales posteriores, o en los estados financieros de períodos intermedios que les solicite la Superintendencia de Sociedades, registren:


a) Un total de activos, igual o superior al equivalente a veinte mil (20.000) salarios mínimos legales mensuales;


b) Ingresos totales iguales o superiores al valor de veinte mil (20.000) salarios mínimos legales mensuales (…)” Decreto Reglamentario 3100 de 1997.


� “ART. 83.—Inspección. La inspección consiste en la atribución de la Superintendencia de Sociedades para solicitar, confirmar y analizar de manera ocasional, y en la forma, detalle y términos que ella determine, la información que requiera sobre la situación jurídica, contable, económica y administrativa de cualquier sociedad comercial no vigilada por la Superintendencia Bancaria o sobre operaciones específicas de la misma. La Superintendencia de Sociedades, de oficio, podrá practicar investigaciones administrativas a estas sociedades.


ART. 84.—Vigilancia. La vigilancia consiste en la atribución de la Superintendencia de Sociedades para velar por que las sociedades no sometidas a la vigilancia de otras superintendencias, en su formación y funcionamiento y en el desarrollo de su objeto social, se ajusten a la ley y a los estatutos. La vigilancia se ejercerá en forma permanente.


Estarán sometidas a vigilancia, las sociedades que determine el Presidente de la República. También estarán vigiladas aquellas sociedades que indique el superintendente cuando del análisis de la información señalada en el artículo anterior o de la práctica de una investigación administrativa, establezca que la sociedad incurre en cualquiera de las siguientes irregularidades:


a) Abusos de sus órganos de dirección, administración o fiscalización, que impliquen desconocimiento de los derechos de los asociados o violación grave o reiterada de las normas legales o estatutarias.


b) Suministro al público, a la superintendencia o a cualquier organismo estatal, de información que no se ajuste a la realidad.


c) No llevar contabilidad de acuerdo con la ley o con los principios contables generalmente aceptados.


d) Realización de operaciones no comprendidas en su objeto social.


Respecto de estas sociedades vigiladas, la Superintendencia de Sociedades, además de las facultades de inspección indicadas en el artículo anterior, tendrá las siguientes:


1 Practicar visitas generales, de oficio o a petición de parte, y adoptar las medidas a que haya lugar para que se subsanen las irregularidades que se hayan observado durante la práctica de éstas e investigar, si es necesario, las operaciones finales o intermedias realizadas por la sociedad visitada con cualquier persona o entidad no sometida a su vigilancia.


2. Autorizar la emisión de bonos de acuerdo con lo establecido en la ley y verificar que se realice de acuerdo con la misma.


3. Enviar delegados a las reuniones de la asamblea general o junta de socios cuando lo considere necesario.


4. Verificar que las actividades que desarrolle estén dentro del objeto social y ordenar la suspensión de los actos no comprendidos dentro del mismo.


5. Decretar la disolución, y ordenar la liquidación, cuando se cumplan los supuestos previstos en la ley y en los estatutos, y adoptar las medidas a que haya lugar.


6. Designar al liquidador en los casos previstos por la ley.


7. Autorizar las reformas estatutarias consistentes en fusión y escisión.


8. Convocar a reuniones extraordinarias del máximo órgano social en los casos previstos por la ley.


9. Autorizar la colocación de acciones con dividendo preferencial y sin derecho a voto y de acciones privilegiadas.


10. Ordenar la modificación de las cláusulas estatutarias cuando no se ajusten a la ley.


11. Ordenar la inscripción de acciones en el libro de registro correspondiente, cuando la sociedad se niegue a efectuarla sin fundamento legal


ART. 85.—Control. El control consiste en la atribución de la Superintendencia de Sociedades para ordenar los correctivos necesarios para subsanar una situación crítica de orden jurídico, contable, económico o administrativo de cualquier sociedad comercial no vigilada por otra superintendencia, cuando así lo determine el Superintendente de Sociedades mediante acto administrativo de carácter particular.


En ejercicio del control, la Superintendencia de Sociedades tendrá, además de las facultades indicadas en los artículos anteriores, las siguientes:


1. Promover la presentación de planes y programas encaminados a mejorar la situación que hubiere originado el control y vigilar la cumplida ejecución de los mismos.


2. Autorizar la solemnización de toda reforma estatutaria.


3. Autorizar la colocación de acciones y verificar que la misma se efectúe conforme a la ley y al reglamento correspondiente.


4. Ordenar la remoción de administradores, revisor fiscal y empleados, cuando se presenten irregularidades que así lo ameriten.


5. Conminar bajo apremio de multas a los administradores para que se abstengan de realizar actos contrarios a la ley, los estatutos, las decisiones del máximo órgano social o junta directiva, o que deterioren la prenda común de los acreedores u ordenar la suspensión de los mismos.


6. Efectuar visitas especiales e impartir las instrucciones que resulten necesarias de acuerdo con los hechos que se observen en ellas.


7. Convocar a la sociedad al trámite de un proceso concursal.


8. Aprobar el avalúo de los aportes en especie.


PAR.—Las sociedades sujetas a la vigilancia o control por determinación del Superintendente de Sociedades, podrán quedar exonerados de tales vigilancia o control, cuando así lo disponga dicho funcionario.


ART. 86.—Otras funciones. Además la Superintendencia de Sociedades cumplirá las siguientes funciones:


1. Unificar las reglas de contabilidad a que deben sujetarse las sociedades comerciales sometidas a su inspección, vigilancia y control.


2. Dar apoyo en los asuntos de su competencia al sector empresarial y a los demás organismos del Estado.


3. Imponer sanciones o multas, sucesivas o no, hasta de doscientos salarios mínimos legales mensuales, cualquiera sea el caso, a quienes incumplan sus órdenes, la ley o los estatutos.


4. Interrogar bajo juramento a cualquier persona cuyo testimonio se requiera para el examen de los hechos relacionados con la dirección, administración o fiscalización de las sociedades, de acuerdo con lo previsto en la ley.


5. Ejercer las funciones que en materia de jurisdicción coactiva le asigne la ley.


6. Aprobar las reservas o cálculos actuariales en los casos en que haya lugar.


7. Autorizar la disminución del capital en cualquier sociedad, cuando la operación implique un efectivo reembolso de aportes. 


8. Las demás que le asigne esta ley.” Ley 222 de 1995.


� Véase Circular Externa número 1 de 1998.


� “Será obligatorio tener revisor fiscal en todas las sociedades comerciales, de cualquier naturaleza, cuyos activos brutos al 31 de diciembre del año inmediatamente anterior sean o excedan el equivalente de cinco mil salarios mínimos y/o cuyos ingresos brutos durante el año inmediatamente anterior sean o excedan al equivalente a tres mil salarios mínimos.” Parágrafo segundo del artículo 13 de la Ley 43 de 1990.





1
1

